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  Hecho en México


  PRÓLOGO


  La tragedia de Juan


  Justo al momento en que se desarrollaba parte de este texto, un hombre llamado Juan salía de madrugada a trabajar al igual que su hijo del mismo nombre. Generalmente, uno de ellos usaba bicicleta y el otro motocicleta para llegar a su trabajo, ubicado en los alrededores de la ciudad de Cuernavaca. Pero ese día había mal tiempo, de modo que decidieron tomar el viejo auto familiar. Circulaban por un tramo recién construido del moderno libramiento de la carretera México-Cuernavaca, el llamado “paso exprés”, inaugurado hacía apenas tres meses con bombo y platillo. La muerte aguardaba a los dos trabajadores adelante del kilómetro 93. Al circular por ahí, un enorme hoyo se abrió en la tierra y el auto se precipitó a cinco metros de profundidad. Juan padre alcanzó a contactar por teléfono a su jefe y Juan hijo a su novia, quienes de inmediato llamaron a los servicios de emergencia. Fue inútil. Un par de horas después Juan y su hijo habían muerto por asfixia, dentro de un auto prensado por toneladas de tierra y escombros.


  Un alto funcionario del gobierno federal, que anteriormente había sido grabado asesorando a una empresa constructora tachada de corrupción, se presentó al lugar de los hechos. Culpó a las lluvias, a la acumulación de basura que provocó acumulación de agua... “hay que esperar los peritajes”, dijo.


  De acuerdo con el fallo de la licitación, el proyecto vial debió tener un costo de menos de 46 millones de pesos. Terminó costando más de 2 200 millones. Una de las empresas participantes resultó que había estado ligada con otra que fue inhabilitada por incumplimiento de contratos en otras obras [periódico Milenio, 2017]. Vecinos de la zona ya habían advertido de peligros por la abertura de otro socavón anterior [periódico El Sol de México, 2017].


  El gobierno anuncia: “se harán las investigaciones correspondientes”, “se aplicará todo el peso de la ley”, “se deslindarán responsabilidades”, etcétera.


  Cuántas veces hemos escuchado los mexicanos palabras como esas. El hecho es que hubo una carretera mal construida y que costó más de lo que se suponía; funcionarios y empresas bajo sospechas de corrupción y que continuaban en la impunidad al momento de la tragedia; y, lo peor de todo, el deceso de dos trabajadores inocentes.


  Las finanzas públicas pueden entenderse como “el conjunto de actividades, principios y técnicas que utiliza el Estado para allegarse de recursos y distribuirlos con el fin de satisfacer necesidades sociales y procurar el bien público” [Astudillo y Fonseca, 2017: 17]. Las finanzas públicas se ven afectadas por la corrupción. El Estado no se allega de los recursos que debería, o gasta mal, o no cumple con sus fines, al verse satisfechas ambiciones personales a costa de los intereses de la sociedad, e incluso de vidas como las de Juan grande y Juan chico.


  Dada la magnitud del fenómeno de la corrupción en México, se han elaborado diversos trabajos. No obstante, el presente texto busca enfocarse en el ámbito de las finanzas públicas, sin dejar de lado muchas de las aristas del complejo fenómeno de la corrupción. Ante todo, quienes lo escribimos buscamos aportar un poco más en la lucha contra ese mal que tanto flagela a nuestro país y que llega a provocar tragedias como la que hemos descrito aquí y que no deberían suceder más.


  Justo al momento en que se desarrollaba parte de este trabajo, el ex gobernador de un estado, fue capturado en el extranjero acusado de varios delitos, entre ellos, de la desviación de cuantiosos recursos públicos. Sonriendo de manera sarcástica, esperaba su extradición a México...


  INTRODUCCIÓN


  En el libro Ciudadanos imaginarios, Escalante [2011:237] describe la situación de las aduanas en México en 1826, citando las notas de George F. Lyon sobre su residencia en el país:


  Todas las clases de oficiales de la aduana tenían sus cuotas establecidas; por estas gratificaciones, los deseos de los mercaderes eran concedidos, y cuando menos se ahorraban la mitad de los impuestos establecidos[…]. Un administrador de la aduana, cuyo salario era de mil doscientos dólares anuales, se retiró[…] después de ocho meses de residencia, ¡con cien mil dólares!


  El mismo autor resalta la dificultad para cobrar impuestos a los grandes propietarios durante el siglo XIX: “la evasión fiscal era un hábito general y bien arraigado. Se hacían informes falsos, se cambiaba el domicilio de los comercios, se corrompía a los recaudadores, todo ello con la ‘irracional pretensión de no contribuir a los gastos públicos’ ” [Escalante, 2011:214].


  En pleno siglo XXI la corrupción sigue siendo una de las principales preocupaciones de los mexicanos [Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental, 2013]. Pero ese problema no es exclusivo de un país ni de una época. Como podremos verlo en su momento, ha sido un mal que ha aquejado a la humanidad desde siempre y sigue siendo una fuente constante de preocupación. Giovanni Sartori [2005:161] escribía a mediados de la década de los noventa: “La política nunca ha sido, ni será probablemente inmaculada, y la corrupción política no es nada nuevo. Pero la avaricia y la corrupción han llegado a niveles sin precedentes.”


  En este trabajo estudiaremos de una manera didáctica las razones por las que el tema de la corrupción es importante en el estudio de las finanzas públicas y qué instrumentos hay en el país para hacerle frente. Cabe señalar que la corrupción puede ser estudiada desde diversos puntos de vista: el aspecto moral, el histórico, el sociológico, etc. Aquí nos enfocaremos en el efecto de la corrupción en las finanzas públicas así como en los mecanismos legales que hay en México para prevenirla, detectarla y sancionarla.


  El trabajo se divide en siete secciones. La primera se refiere a la definición conceptual de la corrupción. A partir de la revisión de la literatura, se puede entender que se trata de un tema muy complejo, pues se tienen diferentes concepciones sobre la corrupción dependiendo de la sociedad, la época y la perspectiva. Además, se trata de un problema tan antiguo que para algunos autores se puede observar corrupción desde los inicios mismos de la civilización.


  El segundo apartado es el que propiamente desarrolla el análisis de la corrupción en las finanzas públicas, en general, y en los ingresos, gasto, inversión y deuda, en lo particular. El análisis desde esta perspectiva es importante porque la corrupción puede afectar de manera importante el desempeño financiero del Estado, ya que disminuye el monto de los ingresos y propicia el desvío del gasto público en beneficio de funcionarios o de personas allegadas al régimen. Asimismo, la inversión pública que, por lo general, involucra montos considerables de recursos, se convierte en una fuente importante de corrupción, pues la asignación de obras dependerá de “comisiones”. Todo lo anterior propicia déficit de las finanzas públicas y de ahí el crecimiento de la deuda pública.


  En el tercer capítulo se señalan las disposiciones constitucionales orientadas a combatir la corrupción, dentro de las cuales destaca el precepto que declara como pública toda información que se encuentre en poder de cualquier ente público y aún de personas físicas, morales y sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal. En este apartado también se señalan algunos instrumentos anticorrupción suscritos por México con organismos internacionales como la Organización de los Estados Americanos, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico y las Naciones Unidas.


  El cuarto apartado está orientado a estudiar los instrumentos que utiliza el Estado para prevenir la corrupción que, como ya se dijo, es un fenómeno muy antiguo; tanto que, en el caso de México, los antecedentes de la primera institución orientada a combatir la corrupción datan del siglo XVI. Para efectos didácticos los instrumentos que se estudian en este apartado, se clasifican en: a) fundamentos constitucionales; b) instrumentos preventivos; c) instrumentos de detección, y d) instrumentos punitivos. Es importante mencionar que algunos de ellos se encuentran en la legislación, pero otros caen en el ámbito de políticas o medidas de carácter práctico. En el combate a la corrupción destacan, entre otros conceptos: transparencia, derecho de acceso a la información, rendición de cuentas y juicio político.


  Se dedica una sección especial al Sistema Nacional Anticorrupción, creado por decreto publicado en 2015 y cuyo objetivo es coordinar a todas las autoridades competentes en la prevención, detección y combate a la corrupción. Por disposición constitucional se prevé que en las entidades federativas también se establezcan sistemas locales anticorrupción.


  En la sexta sección se trata de responder a la pregunta: ¿se ha medido la corrupción?; la respuesta es sí. En la actualidad hay diversos instrumentos, tanto nacionales como internacionales para medir la corrupción por medio de diferentes índices con distintas metodologías. En esta sección el lector encontrará referencias a algunos de aquellos instrumentos. Cabe aclarar que, por la naturaleza misma de la corrupción, es prácticamente imposible medirla objetivamente. Todos los índices actualmente se elaboran con base en percepciones subjetivas y ninguno se refiere exclusivamente a la corrupción en las finanzas públicas.


  La séptima sección se refiere a las estimaciones del peso de la corrupción en el producto interno bruto (PIB). En el caso de México organismos como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial, el Centro de Estudios Económicos del Sector Privado y la Organización de Estados Americanos, entre otros, han elaborado estimaciones del peso de la corrupción en el PIB. Para algunos autores el control de la corrupción tiene un efecto positivo en el crecimiento económico; aunque, empíricamente, se puede observar que la corrupción se incrementa en el país, en etapas de más aumento de la actividad económica.


  Finalmente, se puede señalar que en la revisión de la literatura sobre la corrupción en las finanzas públicas resalta la importancia del tema porque afecta a la sociedad en su conjunto. A pesar de que hay diversos instrumentos para enfrentar la corrupción, desafortunadamente en México, cada día se encuentran nuevos casos; de ahí que no resulta suficiente un marco normativo robusto. La solución parece estar en la participación de toda la sociedad para detener este flagelo.


  1. LA CORRUPCIÓN: UN PROBLEMA ANTIGUO, VASTO Y COMPLEJO


  La palabra corromper proviene del latín cum, que significa con, y rumpere, descomponerse o echarse a perder. El sentido etimológico del concepto nos dice mucho de lo que provoca el problema de la corrupción en el ser humano y en la sociedad. De acuerdo con la Real Academia de la Lengua [2014], el verbo corromper tiene varias acepciones, tales como: “Alterar y trastrocar la forma de algo. Echar a perder, depravar, dañar, pudrir. Sobornar a alguien con dádivas o de otra manera. Pervertir o seducir a alguien. Estragar, viciar.”


  La propia Real Academia de la Lengua [2014] contiene la siguiente definición de corrupción: “En las organizaciones, especialmente en las públicas, práctica consistente en la utilización de las funciones y medios de aquellas en provecho, económico o de otra índole, de sus gestores” [Real Academia de la Lengua, 2014].


  Al hablar de la corrupción debemos considerar que se trata de un problema complejo en el que convergen aspectos tales como la cultura [cfr. Lipset y Lenz, 2001; Hofstede y G. H. Hofstede, 2005], el sistema jurídico, el diseño organizacional, la eficiencia o ineficiencia de los procesos administrativos y hasta la situación económica del país o región donde el fenómeno tiene lugar, así como de los propios participantes en los actos de corrupción. Incluso la propia conceptualización del fenómeno puede resultar difícil, pues como lo señala Pardo [2004:2], se pueden encontrar diferentes concepciones sobre la corrupción en distintas sociedades y entre diferentes grupos, incluso dentro de una misma sociedad.


  A la complejidad se agrega el hecho de que la corrupción no es un problema que se constriñe únicamente a los órganos públicos —que es como generalmente se conceptualiza—, sino que también puede haber corrupción entre y dentro de entes privados [Tanzi, 2008:28-29]. En no pocas ocasiones es el particular el que incita el acto de corrupción ofreciendo dádivas a los servidores públicos y hay países en los que tal acción es duramente castigada incluso si las empresas sobornan a autoridades fuera de las fronteras del país.1


  Casar [2016:35] señala que en México, los niveles de corrupción “son propios de una sociedad en la que ni gobernantes ni gobernados gustan del imperio de la ley y en los que la justicia puede comprarse. Unos por gusto, ambición o codicia y otros por necesidad participan de la corrupción”.


  Arturo del Castillo [2001] hace un análisis de la corrupción por medio del modelo principal-agente-cliente, y, a partir de ello, concluye que aquélla será mayor cuando el agente (un funcionario) tenga un mayor poder sobre el cliente (un particular), ambos tengan un mayor margen de discreción, y no hayan mecanismos eficaces de rendición de cuentas. Por su lado, el cliente será más propenso a ofrecer sobornos cuando los beneficios que obtengan por medio del acto ilícito supere a lo que obtendrían por medios legales, ya sea en términos de tiempo, dinero, esfuerzo, calidad en el servicio, etcétera.


  Para efectos de esta obra, dado que se enfoca en la afectación que la corrupción provoca a las finanzas públicas, podemos tomar como punto de partida la definición de corrupción de Rose-Ackerman [1999:91]: “Corrupción es el abuso del poder público para obtener ganancias privadas.”


  Otra definición útil para nuestro estudio es la que dan Stapenhurst y Sedigh [1999:1]: “Corrupción, en sus términos más simples es el abuso del poder, la mayoría de las veces utilizado para obtener ganancias personales o para el beneficio de un grupo al que uno le debe lealtad.”


  La corrupción es un problema casi tan antiguo como la humanidad misma. En textos como la Biblia [Nueva Versión Internacional, 1999], podemos encontrar aspectos que van desde el inicio de la corrupción misma del ser humano, hasta el rechazo al soborno [Deuteronomio, 1999]. Vito Tanzi [2008: 23-24] menciona un ejemplo muy temprano a partir de los escritos de Kautilya, ministro y consejero real en la India aproximadamente en el siglo III a.C., el cual, en un libro conocido como Arthashastra (libro sobre vida práctica y gobierno político), escribió: “así como es imposible no saborear la miel en la lengua, también es imposible que un funcionario público no saque ventaja de su posición”.


  Es necesario resaltar que la corrupción no es problema exclusivo de una época ni de un lugar. Ni siquiera los países más avanzados se salvan de este mal. En todo caso, en los países subdesarrollados el fenómeno es más común por “la facilidad, la frecuencia, la cotidianeidad con que se viola la ley y la diversidad de gente que lo hace” [Basave, 2001:42]. Si bien no se ha demostrado con claridad el sentido de la relación causal, es decir, si el subdesarrollo se debe —al menos en buena parte— a la corrupción o si la corrupción se debe al subdesarrollo [Haggard, 2008:208], hay evidencia suficiente que relaciona el fenómeno del subdesarrollo con el de la corrupción [Tanzi y Davoodi, 2001]. En la figura 1, hemos actualizado, para el año 2016 y 170 países, un ejercicio de Tanzi y Davoodi [2001:90] el cual muestra que los países donde se perciben mayores niveles de corrupción tienden a registrar menores niveles de ingreso per cápita y viceversa. En el eje horizontal, aparece el Índice de Percepción de la Corrupción elaborado por Transparencia Internacional [2016] en el que los países que se perciben como más corruptos se acercan a cero y los mejor calificados se acercan a 10. En el eje vertical se encuentra el nivel de PIB per cápita de los países en dólares [Fondo Monetario Internacional, 2017].
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  NOTAS


  
    
      1 Es el caso de países como Estados Unidos, Alemania y Reino Unido. En México, existe el delito de cohecho a servidores públicos extranjeros en la “conducción de transacciones comerciales internacionales” (art. 222 bis del Código Penal Federal).

    

  


  2. LAS FINANZAS PÚBLICAS Y EL PROBLEMA DE LA CORRUPCIÓN


  El tema de la corrupción debería ser de estudio obligado para aquellos que se interesan por las finanzas públicas, pues ignorar ese fenómeno puede llevar a desagradables sorpresas en los resultados esperados en cualquier política pública que se implemente en la materia.


  La corrupción reduce los ingresos públicos y crea efectos indeseados en el sistema tributario; provoca desviaciones del gasto público y hace más ineficiente la inversión pública, además de que distorsiona el ejercicio de la actividad financiera del Estado, como podremos verlo a continuación.


  2.1. LA CORRUPCIÓN Y LOS INGRESOS PÚBLICOS


  El Estado puede llegar a percibir menos recursos de los que debería a causa de la corrupción. Quizá la forma más simple y pedestre en la que se afectan los ingresos es cuando los propios servidores públicos “meten las manos al bolsillo” de la hacienda pública, es decir, toman directamente recursos públicos para su beneficio, ya sea en numerario o en especie. Sin embargo, hay otras formas más sofisticadas de corrupción que afectan al ingreso. Por ejemplo, cuando los servidores públicos encargados de la recaudación o de la prestación de un determinado servicio, negocian con algunos contribuyentes o usuarios [The World Bank, 2000:21] y, a cambio de un pago ilegal, reducen o eximen el pago de contribuciones en detrimento de las arcas públicas. Situaciones similares pueden acontecer con las concesiones y privatizaciones. La explotación de algunos recursos naturales o servicios que podría brindar el gobierno y que generarían buenos ingresos al Estado son, en muchas ocasiones, otorgados en concesión a firmas privadas a cambio de muy poco a causa de oscuros acuerdos entre empresarios y funcionarios que reciben sobornos. Casos similares pueden presentarse cuando se trata de privatizaciones de empresas estatales cuando no se llevan a cabo de forma transparente [Tanzi y Davoodi, 2001:35].


  Por otro lado, la corrupción provoca un ambiente de incertidumbre económica y, por tanto, desincentiva el clima de inversión; ante ello, se crearán menos negocios y empleos nuevos, lo cual implica contar con menos contribuyentes.


  En todo caso, la corrupción se encuentra ligada a la economía informal. Algunos negocios se crean a la sombra de los sobornos y arreglos que les permiten no registrarse como contribuyentes y, por tanto, no pagar impuestos —o al menos no en los montos que les corresponden. Este tipo de negocios, además, genera una competencia desleal hacia aquellos que se constituyen conforme a las reglas, algunos de los cuales son desplazados del mercado, generándose así una contracción de la base de contribuyentes [The World Bank, 2000:21].


  Asimismo, se ha demostrado que las grandes empresas y las personas más ricas cuentan con mejores medios para evitar la corrupción. De tal manera, se crea un efecto perverso, contrario al que se desea con el sistema tributario, pues con ella el peso de las contribuciones se recarga más en los contribuyentes que menos tienen [The World Bank, 2000:20]. Pero, por otra parte, los más ricos que sí entran en el juego de la corrupción, se ven ampliamente recompensados por sus dádivas. La corrupción de altos niveles incluso llega a comprar conciencias de funcionarios de elevado rango, legisladores y juzgadores al punto que las normas —ya sea en su elaboración, ejecución o interpretación— pueden ser manipuladas para favorecer, no al fisco ni a la población en general, sino a quienes tiene el poder de sobornar.


  2.2. LA CORRUPCIÓN Y EL GASTO PÚBLICO


  Por el lado del gasto, el desvío de los recursos públicos hacia la satisfacción de intereses particulares obstaculiza el cumplimiento de los fines del Estado. Los recursos que deberían emplearse en cuestiones tan importantes como la salud pública, el combate a la pobreza o la educación, terminan enriqueciendo a unos cuantos funcionarios o a sus aliados. Algunos estudios han demostrado que los altos niveles de corrupción están vinculados a un gasto público dispendioso, que contribuye en poco o en nada al desarrollo económico [Rose-Ackerman, 1999: 30].


  Vito Tanzi ha identificado diversas formas de corrupción en el gasto público, desde las más triviales, como las derivadas de empleados públicos que trabajan poco, faltan mucho u ocupan su tiempo de trabajo en asuntos personales, hasta las formas menos triviales como el caso de trabajadores fantasma o “aviadores”, abusos en licitaciones en las que se beneficia a ciertos proveedores o se les pagan precios más altos que los que les corresponden, y el desvío de fondos a cuentas fuera del presupuesto [Tanzi y Davoodi, 2001:36].


  2.3. LA CORRUPCIÓN Y LA INVERSIÓN PÚBLICA


  Directamente vinculado con el tema anterior, aparece un asunto de vital importancia que generalmente se encuentra oculto en los rincones más oscuros del ejercicio gubernamental y que es tan frecuente como poco identificado y escasamente sancionado. Se trata de la corrupción vinculada a la inversión pública. Cuando el gobierno realiza grandes obras de infraestructura como puentes, carreteras, presas, plantas eléctricas, etc. se involucran fuertes sumas de dinero que despiertan el apetito de varios agentes privados, que estarán dispuestos a pagar “una comisión” a aquel funcionario con poder de decisión que le ayude a obtener el contrato. Tales “comisiones” con frecuencia son calculadas como porcentaje del total del costo de los proyectos. De tal manera, los funcionarios estarán interesados en ampliar el tamaño de los proyectos para así obtener mayores comisiones [Tanzi y Davoodi, 2002:283].


  El proceso de aprobación de los proyectos incluye varias etapas, en las cuales puede haber algunos funcionarios estratégicamente posicionados para influir en el proceso y facilitar que una empresa en particular resulte beneficiada. Por ejemplo, las especificaciones de un proyecto pueden estar hechas a la medida de una de las empresas o bien puede haber fugas de información para que una de ellas saque ventaja sobre las demás. La empresa beneficiada puede además conseguir que se le permitan ajustes al alza, posteriores a la oferta inicial, o bien reducir sus propios costos negociando con la calidad del trabajo o de los materiales requeridos. Al final de cuentas, a causa de la corrupción, el país, el Estado o el municipio, terminará pagando un costo más alto por el proyecto, o teniendo una obra más grande o compleja de los que precisa, u obteniendo una de menor calidad respecto a los estándares requeridos, la cual necesitará pronto costosas reparaciones [Tanzi y Davoodi, 2002: 284].


  En otras ocasiones, lo proyectos serán ubicados en lugares innecesarios o en sitios intencionalmente elegidos para incrementar el valor catastral de propiedades que pertenecen a los propios funcionarios involucrados o a sus aliados. Aún más, en casos de extrema corrupción, los proyectos son seleccionados no por su productividad o por los beneficios que reporten para la población, sino por su capacidad para generar capacidad de soborno, de modo que se favorecerá la construcción de “elefantes blancos” [Tanzi, 2008:38]. La corrupción también terminará disuadiendo a proveedores honestos de participar en las licitaciones [The World Bank, 2000: 22].


  Tanzi y Davoodi [2002:286] señalan que, además, la corrupción en la inversión pública afecta la infraestructura ya presente en un país, debido a que los recursos que se emplean para obras nuevas generalmente se emplean a costa de los montos que se destinan al mantenimiento de aquélla, la cual se va deteriorando. Además, los políticos generalmente se benefician más de aparecer en las fotos “cortando el listón”, es decir, inaugurando obras nuevas, que manteniendo en buen estado las que ya funcionan. En casos de corrupción mayúscula, algunas obras de infraestructura ya hechas se abandonan al deterioro de manera tal que se les tenga que reconstruir, lo cual abre nuevas oportunidades para obtener ganancias ilícitas.


  2.4. LA CORRUPCIÓN Y LA DEUDA PÚBLICA


  La deuda pública constituye una herramienta útil para que el Estado pueda allegarse de recursos extraordinarios. Sin embargo, suele ser un campo fértil para la corrupción, especialmente ahí donde no hay claridad en su uso y destino o donde se otorgan facultades muy amplias para que los gobernantes hagan uso de ella. Astudillo, Blancas y Fonseca [2017] realizaron una investigación en la que se demostró que la deuda tiende a ser 28% mayor en las entidades federativas donde no es obligatorio transparentar el nivel de endeudamiento que en las que sí lo es. Asimismo, se observó que las entidades federativas con límites explícitos de endeudamiento tienen, en promedio, 43% menos deuda que donde no hay límites.


  La deuda pública, de acuerdo con la Constitución Federal Mexicana, por regla general, únicamente debe ser destinada a obras que produzcan incrementos en los ingresos públicos. Las excepciones son los empréstitos que se celebren con propósitos de regulación monetaria, las operaciones de refinanciamiento o reestructura de deuda (que deberán realizarse bajo las mejores condiciones de mercado), así como los que se contraten durante alguna emergencia declarada por el Presidente de la República (art. 73, fr. VIII). En las entidades federativas debe aplicarse la misma regla general (art. 117, fr. VIII).


  No obstante que en el país se contrae deuda con fines que aparentemente se apegan a los criterios constitucionales, en ocasiones se busca beneficiar a algunas personas o grupos, a veces con propósitos electorales, pasando la factura a administraciones posteriores o incluso a generaciones venideras.


  2.5. LA DISTORSIÓN DE LA ACTIVIDAD FINANCIERA DEL ESTADO


  La corrupción también distorsiona y mina los resultados de la actividad financiera del Estado. Supongamos que una o varias agencias estatales han diseñado adecuadamente un programa para incentivar el emprendimiento mediante créditos blandos; imaginemos que se han asignado recursos presupuestales suficientes. Sin embargo, algunos funcionarios cobran una cuota para liberar recursos a empresarios que no reúnen los requisitos técnicos para obtener los créditos. Al cabo de poco tiempo varias de las nuevas empresas cierran y los créditos se vuelven irrecuperables.


  Al evaluar los resultados, se verá que se ha logrado poco en materia de creación de nuevas empresas y que el enorme costo para el erario no corresponde con los pobres avances que se puedan tener. Al siguiente ejercicio presupuestal, los legisladores (suponiendo un razonable equilibrio de poderes) no estarán dispuestos a aprobar la asignación de recursos dirigidos a tal programa.


  3. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES Y TRATADOS INTERNACIONALES RELACIONADOS CON LA PREVENCIÓN, DETECCIÓN Y COMBATE A LA CORRUPCIÓN


  La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contiene diversas disposiciones que, de manera directa o indirecta, se relacionan con el combate a la corrupción. Aquí hacemos un recuento de las principales: por ejemplo, el artículo 6° contiene, en su apartado “A”, las bases para el ejercicio del derecho a la información que, como veremos más adelante, es un instrumento preventivo de gran importancia. De particular interés para el presente estudio resulta la fracción I de dicho apartado, pues declara como pública toda información que se encuentre en poder de cualquier ente público y aún de personas físicas, morales y sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal.


  Por su parte, el artículo 25 establece en su párrafo cuarto que, respecto a las actividades de planeación y control del Estado en materia de energía eléctrica e hidrocarburos, la ley establecerá disposiciones para garantizar la honestidad, transparencia y rendición de cuentas en las empresas productivas del Estado.


  En otro orden de ideas, el artículo 41, fracción II, contiene las bases sobre el financiamiento de los partidos políticos que establecen, como regla general, la preponderancia del financiamiento público sobre el privado. Esta regla es importante al menos por dos razones: 1) El financiamiento privado conduce a determinados compromisos de los políticos con quienes fondean las campañas. Resulta harto difícil impedir tal fenómeno, pero al menos se ha buscado limitarlo. 2) El financiamiento privado tiene un alto potencial de ser viciado por dineros cuyo origen se encuentra en actividades ilícitas. Por estas razones la fracción aludida determina que “la Ley […] ordenará los procedimientos para el control, fiscalización oportuna y vigilancia, durante la campaña, del origen y uso de todos los recursos con que cuenten; asimismo, dispondrá las sanciones que deban imponerse por el incumplimiento de estas disposiciones”.


  El artículo 73 constitucional establece diversas facultades del Congreso que inciden en el combate a la corrupción. Éste cuenta con atribuciones para expedir:


  • Leyes que regulen la organización y facultades de la Auditoría Superior de la Federación (fr. XXIV).


  • La ley que establezca las bases de coordinación del Sistema Nacional Anticorrupción (fr. XXIV), tema que será abordado más adelante.


  • La ley que instituya el Tribunal de Justicia Administrativa, que será el órgano competente para fincar a los responsables, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales (fr. XXIX-H).


  • La ley general que distribuya competencias entre los órdenes de gobierno para establecer las responsabilidades administrativas de los servidores públicos (fr. XXIX-V).


  Ahora bien, además de las funciones meramente legislativas, el Congreso tiene algunas otras atribuciones relacionadas con la prevención de la corrupción. Una de ellas es la facultad de designar, mediante la Cámara de Diputados, por mayoría calificada de dos tercios de los miembros presentes, a los titulares de los órganos internos de control de los órganos constitucionales autónomos (art. 74, fr. VIII, en relación con los arts. 28, fr. XII, y 41, apartado A, fr. V, párrafo octavo). En caso de que el Presidente de la República opte por un gobierno de coalición, el Senado habrá de ratificar el nombramiento del secretario responsable del control interno del Ejecutivo Federal.


  También, como podremos verlo un poco más adelante, una herramienta de gran importancia para detectar actos de corrupción es la cuenta pública, cuya revisión, de acuerdo con el artículo 74, fr. VI, corresponde a la Auditoría Superior de la Federación, la cual depende de la Cámara de Diputados. Dicha entidad encuentra sus fundamentos constitucionales en el artículo 79, el cual establece su naturaleza y características; sus facultades; los requisitos para ser titular de la misma y la forma en que éste se designa. Dentro de las facultades de la Auditoría Superior de la Federación se encuentra la contenida en la fracción IV del artículo 79, que alude a la posibilidad que tiene ese órgano de promover las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos y a los particulares que se vieran involucrados.


  El Título Cuarto de la CPEUM (arts. 108 a 114), establece los fundamentos de la responsabilidad de los servidores públicos federales y particulares vinculados con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, tema que será explorado con mayor detenimiento; sin embargo, cabe hacer mención ahora que el artículo 108, párrafo cuarto, determina que los servidores públicos en el ámbito local, pueden también ser sujetos de responsabilidad, en términos de sus constituciones locales, por el manejo indebido de recursos públicos y la deuda pública. El mismo precepto, en su último párrafo, establece la obligación de los servidores públicos de presentar su declaración patrimonial y de intereses, lo cual constituye un elemento de transparencia que abona a la prevención de la corrupción. Por su parte, el artículo 109 considera que se aplique la legislación penal, tanto a servidores públicos, como a particulares que incurran en hechos de corrupción (fr. II). El artículo 113 establece las bases del Sistema Nacional de Anticorrupción, y el artículo 114, las del procedimiento de juicio político. Ambos temas serán detallados más adelante.


  Para los ámbitos locales, la Constitución prevé en el artículo 116, los principios sobre la función de fiscalización (fr. II) y la institución de tribunales de justicia administrativa (fr. V) para los estados, y lo mismo en el caso de la Ciudad de México, en el artículo 122 (apartado A, fracciones II y VIII).


  Una disposición que se ha mantenido sin cambios desde que fue publicada la Constitución de 1917, es el artículo 126, el cual simplemente establece que “no podrá hacerse pago alguno que no esté comprendido en el presupuesto o determinado por ley posterior”.


  Debemos apuntar aquí un tema fundamental relacionado con la prevención de la corrupción, que es el de las remuneraciones de los servidores públicos. Como lo veremos más adelante, un salario adecuado es un elemento –necesario mas no suficiente– para evitar la tentación a los servidores públicos de buscar ganancias ilícitas a costa de los ciudadanos o del erario público. Al respecto, el artículo 123 en su apartado B, fr. IV, prevé que los trabajadores al servicio del Estado habrán de recibir una remuneración que debe estar fijada en los presupuestos correspondientes, y no podrá ser disminuida durante el ejercicio fiscal correspondiente; además esa remuneración no podrá ser menor a los salarios mínimos general de la Ciudad de México y de las entidades federativas. El artículo 127 contiene una serie de reglas adicionales sobre las remuneraciones de los servidores públicos de todos los entes públicos y todos los niveles de gobierno, las cuales se sintetizan en la figura 2.
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  Finalmente, el artículo 127 señala que, tanto el Congreso Federal como las legislaturas de las entidades federativas, deben expedir leyes que hagan efectivos estos principios y establezcan sanciones, tanto penales como administrativas, para quienes los desacaten, los eludan o simulen su cumplimiento. Más adelante daremos un vistazo a las normas secundarias en el nivel federal.


  Otra importante disposición constitucional de gran relevancia para el combate a la corrupción es el artículo 134. En él se establecen los principios sobre los cuales se deben administrar los recursos públicos, mismos que se enuncian a continuación junto con su significado:


  • Eficacia: significa cumplir en tiempo y forma con los objetivos que se han trazado.


  • Eficiencia: consiste en que se alcancen dichos objetivos, optimizando el tiempo y utilizando el mínimo de recursos necesarios.


  • Economía: se puede resumir en hacer lo más que se pueda utilizando lo menos posible.


  • Transparencia: la información sobre el manejo de los recursos públicos debe ser clara y estar a disposición de todos.


  • Honradez: los servidores públicos deben de administrar los recursos públicos con rectitud e integridad, cuidando en todo tiempo actuar conforme a derecho.


  El artículo 134 contiene otra serie de previsiones fundamentales para evitar que los recursos públicos sean desviados de los objetivos para los que son destinados:


  • Los resultados del ejercicio de los recursos públicos serán evaluados por instancias técnicas en cada uno de los niveles de gobierno.


  • Se establece la regla general de las licitaciones públicas para las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de bienes, prestación de servicios y la contratación de obra, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.


  • Cuando las licitaciones no sean idóneas para asegurar dichas condiciones, las leyes (en el nivel federal la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas) establecerán las bases, procedimientos, reglas, requisitos y demás elementos para acreditar el cumplimiento de los principios sobre la administración de los recursos públicos y que se aseguren las mejores condiciones para el Estado.


  • El manejo de recursos económicos federales por parte de todos los ámbitos de gobierno, se sujetará a los principios del propio artículo 134 y a las leyes reglamentarias.


  • Los servidores públicos serán responsables del cumplimiento de estas bases en los términos del Título Cuarto de la Constitución, referente a las responsabilidades de los servidores públicos.


  • Los servidores públicos de todos los ámbitos de gobierno, tienen la obligación de aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de la competencia entre los partidos políticos.


  • La propaganda que difundan los entes públicos, debe tener carácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso esta propaganda debe incluir nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público.


  [image: cuadro1_cap3]


  Además de las disposiciones constitucionales, debemos mencionar que México ha suscrito varios instrumentos internacionales en materia anticorrupción, entre los que podemos mencionar los siguientes: 2


  • Convención Interamericana contra la Corrupción de la Organización de los Estados Americanos.


  • Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.


  • Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.


  NOTAS


  
    
      2 Los instrumentos internacionales pueden ser consultados en: <www.ordenjuridico.gob.mx/Publicaciones/CDs2011/CDTratados/cd_tratados.php> [Acceso: septiembre de 2014].

    

  


  4. LOS INSTRUMENTOS PARA ENFRENTAR LA CORRUPCIÓN


  Por los efectos perniciosos que tiene la corrupción en la economía, en general, y en las finanzas públicas, en lo específico, ha sido una constante preocupación de los estados prevenir y combatir tal fenómeno. Diversas normas e instituciones se han ido creando en varios momentos, a veces de manera coyuntural y otras ex post a diversos escándalos de corrupción.


  En México hay, desde instituciones tan antiguas como la Auditoría Superior de la Federación —antes Contaduría Mayor de Hacienda—, cuyos antecedentes datan de 1524 [Solares, 2004: 24], hasta instrumentos normativos tan recientes como la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción de 2016.


  Con el fin de organizar el estudio de las normas relativas al tema, las hemos agrupado de la siguiente manera:
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  Es necesario enfatizar que el anterior esquema consiste en una mera construcción teórica y didáctica. En los hechos no hay una división tajante entre tales instrumentos. Por ejemplo, los medios punitivos pueden ser, al mismo tiempo, preventivos, pues la simple amenaza de una posible sanción puede disuadir las conductas de corrupción desde un inicio. Además, dichos instrumentos se complementan. De poco serviría, por ejemplo, que la ley obligara a los entes públicos a dar a conocer cómo se ejerce el gasto si no hubiera sanciones para quienes lo desvían.


  4.1. LOS INSTRUMENTOS PREVENTIVOS


  Corría el año 1778 en la recién independizada Unión Americana cuando hizo su aparición un magistral ensayo; se trataba del número 51 de El Federalista, en el cual según Schedler [2008:40], James Madison expresaba:


  Si los hombres fuesen ángeles, el gobierno no sería necesario. Si los ángeles gobernaran a los hombres, saldrían sobrando lo mismo las contralorías externas que las internas del gobierno. Al organizar un gobierno que ha de ser administrado por hombres para los hombres, la gran dificultad estriba en esto: primeramente, hay que capacitar al gobierno para mandar sobre los gobernados; y luego, a obligarlo a que se regule a sí mismo. El hecho de depender del pueblo es, sin duda alguna, el freno primordial indispensable sobre el gobierno; pero la experiencia ha demostrado a la humanidad que se necesitan precauciones auxiliares.


  En esta sección abordaremos algunas de esas “precauciones” que se han instaurado para prevenir la corrupción. En México, algunas de ellas se encuentran en la legislación, pero otras caen en el ámbito de políticas o medidas de carácter práctico; inclusive algunas no tienen como fin exclusivo prevenir la corrupción, por lo que aquí les llamaremos instrumentos preventivos indirectos.
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  4.1.1. La transparencia y derecho de acceso a la información


  La transparencia es en sí una cualidad humana, por lo que, antes de encontrar su origen en las instituciones, podemos encontrarlo en las virtudes de las personas. Así, solemos afirmar que una persona es transparente cuando es sincera, cuando los demás pueden saber con certeza quién y cómo es. Si esa persona es transparente, entonces no oculta información y, por tanto, no se espera que realice acciones repentinas, traicioneras o contrarias a los principios que, según ella misma ha mostrado, son los que le rigen. La transparencia genera confianza en la interacción humana.


  El Estado, en tanto que creación humana, requiere también de esa virtud. Se considera que dos de las aportaciones más significativas a la vida de las democracias son la transparencia y el derecho de acceso a la información. La transparencia alude su significado al imperativo de considerar la información pública-gubernamental como parte el patrimonio público al que tienen derecho los ciudadanos, y es, a la vez, un límite que tiene la autoridad para no ocultar ni fragmentar la información. En relación con esto, Jacqueline Peschard [2008:11] señala que:


  El valor social que tiene la noción de difundir, de dar visibilidad a lo que sucede en las oficinas gubernamentales, donde se toman las decisiones que afectan al conjunto de la sociedad, responde al principio clásico de la democracia liberal que sostiene que el poder requiere de controles y límites para frenar sus eventuales abusos, es decir, para evitar que sea impune o arbitrario.


  La transparencia se fundamenta en los siguientes principios: accesibilidad, visibilidad y publicidad [Uvalle, 2012: 28-30]. La transparencia es fundamental para el sano manejo de las finanzas públicas. A guisa de ejemplo, mientras mayor transparencia haya en cuanto al uso y destino de los recursos públicos, los contribuyentes estarán más dispuestos a pagar sus tributos.


  Un concepto íntimamente ligado al de la transparencia, es el derecho de acceso a la información. Luna Pla [2009:37] explica la diferencia entre transparencia y acceso a la información en los siguientes términos:


  En la transparencia, es el Estado, en sus propios términos y hasta donde lo desee, quien decide qué información hace pública y pone al alcance de las personas. Es decir, a su manera, el Estado ejecuta su obligación de hacer transparentes sus acciones. El flujo de información en el caso del derecho de acceso es totalmente a la inversa: se trata de que el ciudadano, en sus propios términos, formule una solicitud de información al gobierno, independientemente de si la información está o no publicada antes de solicitarla. Así es que la transparencia trata de una obligación del Estado de hacer pública la información de sus actividades, pero el acceso a la información trata de una obligación del Estado a entregar la información que se le solicite en tiempo y forma.


  Por lo que hace a las finanzas públicas, la transparencia consiste en que el Estado permita a los ciudadanos conocer, desde las fuentes por las que éste se allega de recursos, hasta la forma en que éstos se erogan, incluyendo la información sobre los distintos beneficiarios o destinatarios de los programas y fondos públicos. De esta manera, se pretende posibilitar que los observadores externos cuenten con los elementos necesarios para verificar si la aplicación de los recursos públicos cumple con los criterios establecidos en la ley correspondiente. La transparencia se considera un prerrequisito para el debate público y, de ahí, su íntima vinculación con el derecho a la libertad de expresión. Entre otras ventajas, la transparencia incrementa la confianza en el gobierno, permite que éstos sean imputables y hace patente sus debilidades por lo que facilita la adopción de las medidas correctivas [Guerrero, 2004: 198-199].


  Por su parte, el derecho de acceso a la información, se ha definido como “la prerrogativa de la persona para acceder a datos, registros y todo tipo de información en poder de las entidades públicas y empresas privadas que ejercen gasto público y/o cumplen funciones de autoridad […]” [Villanueva, 2003: XXIV]. Con la reforma al artículo 6º constitucional, llevada a cabo durante el sexenio de López Portillo, se institucionalizó el derecho a la información, con lo cual se dio un primer paso para que los ciudadanos puedan conocer qué hacen los gobernantes, cómo administran los recursos, por ejemplo, conocer en qué se gastan los recursos públicos [Uvalle, 2012:73].


  Sin embargo, no fue sino hasta la expedición de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que data del año 2002, cuando se concretiza el derecho ciudadano que ya se encontraba mencionado en la Constitución. Más adelante, y derivada de la reforma de febrero de 2014 al artículo 6° constitucional, el 4 de mayo de 2015 apareció publicada en el Diario Oficial de la Federación la nueva Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LGTAIP) y, posteriormente, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LFTAIP).3 En la Ley General se establece una lista de temas que los sujetos obligados deben poner a disposición del público y mantener actualizada en sus sitios de internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia (art. 70). En esa lista figuran algunos aspectos clave para la trasparencia de las finanzas públicas, tales como: 4


  • Indicadores y estadísticas que permitan rendir cuenta de sus objetivos y resultados (frs. VI y XXX).


  • Remuneración de todos los servidores públicos incluyendo todas sus percepciones y señalando la periodicidad de dicha remuneración (fr. VIII).


  • Gastos de representación y viáticos, así como el objeto e informe de comisión correspondiente (fr. IX).


  • Contrataciones de servicios profesionales por honorarios (fr. XI).


  • Versión pública de las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos (fr. XII).


  • Información de los programas de subsidios, estímulos y apoyos (fr. XV).


  • Recursos públicos económicos, en especie o donativos, que sean entregados a los sindicatos y ejerzan como recursos públicos (fr. XVI).


  • Listado de servidores públicos con sanciones administrativas definitivas, especificando la causa de sanción y la disposición (fr. XVIII).


  • Información financiera sobre el presupuesto asignado, así como los informes del ejercicio trimestral del gasto, en términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás normatividad aplicable (fr. XXI).


  • Información relativa a la deuda pública (fr. XXII).


  • Gastos de comunicación social y publicidad oficial (fr. XXIII).


  • Informes de resultados de las auditorías al ejercicio presupuestal y, en su caso, las aclaraciones que correspondan (fr. XXIV).


  • El resultado de la dictaminación de los estados financieros (fr. XXV).


  • Montos, criterios, convocatorias y listado de personas físicas o morales a quienes, por cualquier motivo, se les asigne o permita usar recursos públicos, así como los informes que dichas personas entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos (fr. XXVI).


  • Concesiones, contratos, convenios, permisos, licencias o autorizaciones otorgados, especificando los titulares de aquéllos, así como si el procedimiento involucra el aprovechamiento de bienes, servicios y/o recursos públicos (fr. XXVII).


  • Información sobre los resultados de procedimientos de adjudicación directa, invitación restringida y licitación de cualquier naturaleza (fr. XXVIII).


  • Informe de avances programáticos o presupuestales, balances generales y su estado financiero (fr. XXXI).


  • Padrón de proveedores y contratistas (fr. XXXII).


  • Inventario de bienes muebles e inmuebles en posesión y propiedad (fr. XXXIV).


  • Estudios financiados con recursos públicos (fr. XLI).


  • Listado de jubilados y pensionados y el monto que reciben (fr. XLII).


  • Ingresos recibidos por cualquier concepto señalando el nombre de los responsables de recibirlos, administrarlos y ejercerlos, así como su destino (fr. XLIII).


  • Donaciones hechas a terceros en dinero o en especie (fr. XLIV).


  Además de las obligaciones de transparencia que la Ley General establece en común a todos los sujetos obligados, hay otras obligaciones específicas para algunos de ellos. Entre las más relevantes para la transparencia en las finanzas públicas se encuentran:


  • La obligación de los poderes ejecutivos, tanto federal como de las entidades federativas y los municipios de poner a disposición del público (art. 71, fr. I):


  ♦ El presupuesto de egresos y las fórmulas de distribución de los recursos otorgados.


  ♦ El nombre, denominación o razón social y clave del registro federal de los contribuyentes a los que se les hubiera cancelado o condonado algún crédito fiscal, así como los montos respectivos. Asimismo, la información estadística sobre las exenciones previstas en las disposiciones fiscales.


  • La obligación de los institutos electorales, nacional y de las entidades federativas de poner a disposición del público los montos de financiamiento público por actividades ordinarias, de campaña y específicas otorgadas a los partidos políticos, asociaciones y agrupaciones políticas o de ciudadanos y demás asociaciones políticas, así como los montos autorizados de financiamiento privado y los topes de los gastos de campañas (art. 74, fr. I , inciso “f”).


  • La obligación a cargo de los “fideicomisos, fondos públicos, mandatos o cualquier contrato análogo”, de mantener disponible a la vista del público (art. 77, frs. III, IV, VI y VIII) :


  ♦ El monto total, el uso y destino del patrimonio fideicomitido, distinguiendo las aportaciones públicas y fuente de los recursos, los subsidios, donaciones, transferencias, excedentes, inversiones realizadas y aportaciones o subvenciones que reciban.


  ♦ El saldo total al cierre del ejercicio fiscal, sin perjuicio de los demás informes que deban presentarse en los términos de las disposiciones aplicables.


  ♦ El padrón de beneficiarios, en su caso.


  ♦ Los contratos de obras, adquisiciones y servicios que involucren recursos públicos del fideicomiso, así como los honorarios derivados de los servicios y operaciones que realice la institución de crédito o la fiduciaria.


  • La obligación de los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos, de transparentar la relación detallada de los recursos públicos económicos, en especie, bienes o donativos que reciban y el informe detallado del ejercicio y destino final de los recursos públicos que ejerzan (art. 79, fr. IV).


  • La Ley General establece que los sujetos obligados del sector energético deberán garantizar la máxima transparencia de la información relacionada con los contratos, asignaciones, permisos, alianzas, sociedades y demás actos que el Estado suscriba u otorgue a particulares, empresas productivas del Estado, subsidiarias y filiales o que se celebren entre ellos en materia de las actividades de planeación y control del sistema eléctrico nacional; del servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica; de exploración y extracción de hidrocarburos, a través de mecanismos que garanticen su difusión y la consulta pública, por lo que deberán incluir, cuando menos, las bases, reglas, ingresos, costos, límites de costos, contraprestaciones, contribuciones y pagos realizados y de los procedimientos que se lleven a cabo para tal efecto (art. 83).


  De forma adicional a las obligaciones establecidas en la LGTAIP, la LFTAIP contiene más obligaciones de transparencia para los sujetos obligados en el ámbito federal. Nuevamente mencionamos las más relevantes por lo que hace a las finanzas públicas:


  • En materia hacendaria, la obligación de poner a disposición del público (art. 69, frs. III y VIII):


  ♦ El Presupuesto de Egresos de la Federación.


  ♦ La cartera de programas y proyectos de inversión.


  ♦ La lista de estímulos fiscales establecidos en las leyes fiscales, identificados por acreditamientos, devoluciones, disminuciones, y deducciones, tanto de personas físicas como morales, así como su porcentaje.


  ♦ El nombre, denominación o razón social y clave del registro federal de los contribuyentes a los que se les hubiera cancelado o condonado algún crédito fiscal, ya determinado y exigible, así como los montos respectivos; debiendo vincular tales actos con los datos de identificación señalados en este párrafo de los contribuyentes. Asimismo, la información estadística sobre las exenciones previstas en las disposiciones fiscales.


  ♦ Lista de los aranceles vigentes que contenga la fracción arancelaria, la descripción, la tasa base, la categoría y, en su caso, el instrumento al que atiende.


  • En materia energética (art. 73, fr. IV, V y VI):


  ♦ La obligación de las empresas productivas del Estado de dar a conocer, entre otras cosas, la deuda que adquieran.


  ♦ La obligación del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo de poner a disposición del público: las transferencias realizadas a la Tesorería de la Federación y a los fondos señalados en el capítulo III de la Ley que regula a ese sujeto obligado; el monto de los honorarios fiduciarios pagados por el Fondo, así como los conceptos y pagos realizados por el fiduciario con cargo a dichos honorarios; el monto de los pagos realizados al comercializador del Estado de cada contrato de extracción de hidrocarburos a que se refiere la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos, y el total de los ingresos derivados de asignaciones y contratos para la exploración y extracción de hidrocarburos.


  ♦ La obligación de la Secretaría de Energía de transparentar la información detallada de las importaciones y exportaciones de hidrocarburos y petrolíferos.


  Por otra parte, tanto la Ley General como la Federal, establecen que cualquier ciudadano puede requerir determinada información específica por medio de una solicitud. Sin embargo, las propias leyes consideran algunos casos en los que los sujetos obligados pueden negar la información, ya sea, porque se trata de información confidencial, principalmente cuando se trate de datos personales (art. 116 de la LGTAIP), o bien si se trata de información reservada. La misma Ley establece cuál es la información que se considera reservada (art. 113 de la LGTAIP), pero en ningún caso podrá invocarse tal carácter cuando se trate de información relacionada con actos de corrupción (art. 115, fr. II de la LGTAIP).


  Ahora bien, hay otros cuerpos normativos que también contienen preceptos sobre transparencia en las finanzas públicas. Por ejemplo, la Ley General de Contabilidad Gubernamental ordena a los entes públicos, mostrar en sus páginas de internet su programa anual de evaluaciones, los resultados de las mismas, e informar sobre las personas que las realizaron; asimismo, deben publicar las metodologías e indicadores de desempeño (art. 79, párrafos primero y segundo). Por su parte, la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, dispone que estos ámbitos de gobierno deben administrar sus recursos de acuerdo a varios principios, entre ellos, el de transparencia (art. 1°); asimismo, se establece el Registro Público Único, el cual tiene como finalidad “transparentar la totalidad de los financiamientos y obligaciones a cargo de los entes públicos” (art. 49).


  La transparencia y el derecho de acceso a la información son instrumentos preventivos, en tanto que permiten que la actividad financiera del Estado se encuentre bajo escrutinio público, lo cual inhibe la comisión de actos de corrupción, pues éstos quedarían expuestos ante la sociedad. Sin embargo, las normas sobre la materia son insuficientes para impedir que se perpetren, por lo cual se han implementado otra serie de instrumentos, tanto en el nivel legislativo como en el ámbito operativo.


  4.1.2. Otros instrumentos preventivos en la legislación mexicana


  A continuación se mencionarán algunos ordenamientos dentro de la legislación federal mexicana que contienen elementos para prevenir actos de corrupción.


  • Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. De conformidad con su artículo 1°, los sujetos obligados cumplir las disposiciones de esta Ley deben observar diversos principios en la administración de los recursos públicos federales, entre ellos los de legalidad, honestidad, austeridad y transparencia. Asimismo, contiene una serie de previsiones para el registro, publicidad y manejo adecuado de los recursos. Cuenta además con secciones específicas sobre transparencia en la administración de dichos recursos (Título Cuarto, capítulo III y Título Sexto, capítulo I).


  • Ley General de Contabilidad Gubernamental. Un elemento de gran importancia para prevenir la corrupción consiste en el registro adecuado de los recursos públicos, tanto de los que ingresan al erario como los que se erogan. Asimismo, se requiere que haya una armonía en los sistemas de contabilidad de todos los entes públicos y los tres ámbitos de gobierno. De otra manera sería relativamente sencillo desviar recursos, únicamente omitiendo su registro o disfrazando la forma en que se utilizan.


  • Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos. Con la llamada reforma energética5 se posibilitó que empresas particulares, nacionales y extranjeras, participen en actividades relacionadas con la exploración y extracción de hidrocarburos mediante de asignaciones y contratos por los que el Estado obtiene una contraprestación. Como hemos visto anteriormente, los ingresos petroleros tienen un peso considerable en la hacienda pública mexicana. Es por ello por lo que el legislador estableció medidas específicas para transparentar y fiscalizar la información referente a esas actividades (art. 58).


  • Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. Reglamenta el artículo 134 constitucional, el cual ya ha sido estudiado en la parte de fundamentos constitucionales. El mecanismo que se establece como regla general es el de las licitaciones mediante convocatoria pública. El debido cumplimiento de esa regla evita que se llegue a oscuros acuerdos privados entre servidores públicos y contratistas o proveedores que hagan que el Estado tenga que adquirir o arrendar bienes o contratar servicios a precios más altos o de menor calidad a la requerida.


  • Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. Los comentarios que se hicieron en el punto anterior valen también para este instrumento normativo.


  • Ley del Servicio de Inspección Fiscal. Establece la facultad para la SHCP y quienes funjan como sus auxiliares, de prevenir irregularidades en el manejo de los fondos, valores o bienes del gobierno federal o de los que se encuentren bajo su administración o resguardo, combatiendo las circunstancias que favorezcan su comisión (art. 4° fr. VI, en relación con los arts. 2° y 7°).


  • Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. Como se mencionó en su momento, es muy importante evitar en lo posible que el dinero privado llegue a influir en las decisiones sobre los asuntos públicos y, sobre todo, es vital impedir que lo hagan recursos originados en el crimen organizado. Una herramienta para evitar lo anterior es la fiscalización del financiamiento de las agrupaciones y partidos políticos, así como de los candidatos independientes (arts. 190 a 200 y 425 a 431).


  • La Ley General de Responsabilidades de los Servidores Públicos también contiene diversas medidas de prevención (arts. 15 a 25), sin embargo, mezcla en su Título Segundo (arts. 15 a 48) mecanismos de tal naturaleza con otros de detección. Por ejemplo, el seguimiento de la evaluación patrimonial de los servidores públicos y la obligatoriedad de presentar constancia de la declaración fiscal serían una medidas de detección; en el primer caso, podría hacerse evidente que un servidor público se ha enriquecido de manera inexplicable; en el segundo caso, la constancia de declaración fiscal puede hacer patente que el servidor público miente al declarar sus ingresos. Por su parte, la declaración de intereses sería una medida preventiva, pues las autoridades podrán estar atentas a que no se hagan pagos o se desvíen recursos hacia empresas de familiares de los servidores públicos.


  4.1.3. Instrumento preventivos indirectos


  Además de las normas que permiten a los ciudadanos conocer el uso y destino de los recursos públicos, hay otros medios —no legislativos— que inciden en la prevención de los actos de corrupción. Aquí les denominaremos instrumentos preventivos indirectos. A continuación mencionaremos algunos de los más importantes:


  • La suficiencia y equidad en la prestación de los servicios públicos. Entre más escasos sean los servicios públicos, habrá más gente que estará dispuesta a pagar los sobornos que sean necesarios para obtener lo que necesita. Por ello, se requiere que los servicios públicos sean suficientes y estén disponibles para la población de manera equitativa.


  • El salario público digno y la estabilidad en el puesto. El artículo 127 de la Constitución establece que los servidores públicos deben recibir una remuneración adecuada, irrenunciable y proporcional a sus responsabilidades. Aunque no es una garantía, el pago de un salario y prestaciones dignas para los servidores públicos debería producir un efecto a la baja en la tendencia a que cobren cuotas ilegales; éste ha sido un asunto especialmente importante en los cuerpos policiacos. Por otro lado, la estabilidad laboral puede tener un efecto ambiguo: entre más seguro se sienta un burócrata de que no será removido, puede generarle una sensación de inmunidad para llevar a cabo actos de corrupción. Sin embargo, lo contrario puede suceder también: si una persona no sabe si dentro de un tiempo seguirá teniendo una fuente de ingresos, buscará lograr ganancias hoy, aun a costa de actividades ilícitas, para tratar de asegurar su futuro.


  • El servicio profesional de carrera. De acuerdo con la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, se trata de un mecanismo para garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso a la función pública con base en el mérito y con el fin de impulsar el desarrollo de dicha función para beneficio de la sociedad. En este sentido, algunas plazas en el sector público se concursan, buscando asegurar que sean las personas idóneas quienes ocupen los cargos públicos. Asimismo, se trata de capacitar y evaluar de manera continua al personal y de establecer mecanismos trasparentes para el otorgamiento de asensos y estímulos. En México, desde principios de este siglo, se dio un fuerte impulso al servicio profesional de carrera en el nivel federal, sin embargo, éste no se ha consolidado pues aún contiene un alto grado de discrecionalidad de los evaluadores [cfr. Méndez, 2010: 180-205]. Un servicio profesional de carrera eficiente constituye un mecanismo que previene la corrupción, pues evita la venta de plazas en el gobierno o que se contrate a gente con base en relaciones de amistad o parentesco. El tema se relaciona además con la estabilidad laboral, pues el servicio profesional supone que los servidores públicos no puedan ser removidos a capricho de sus superiores.


  • La desregulación y la simplificación administrativa. A mayor número y complejidad de normas en un sistema jurídico y a mayor número de requisitos para obtener un servicio público o una autorización por parte de los órganos gubernamentales, mayor el margen de maniobra para quienes cometen actos de corrupción, pues éstos aprovecharán la ignorancia de las normas por parte de los ciudadanos, para extorsionarlos. También solicitarán pagos para exentarles por determinados trámites. Es por ello por lo que las normas deberían ser lo más claras y sencillas de entender como sea posible y sólo mantener las reglas y trámites indispensables. Sin embargo, no se debe caer en un extremo en el que la ausencia de regulación abra paso a una amplia discrecionalidad de los servidores públicos, lo cual es también un campo fértil para la corrupción [Tanzi, 2008: 32-33].


  4.2. LOS INSTRUMENTOS DE DETECCIÓN


  Mientras que los instrumentos preventivos tienen la característica de disuadir a las personas —especialmente a los servidores públicos— de cometer actos de corrupción, los instrumentos de detección se refieren al conjunto de medidas legales y operativas destinadas a ubicar, en el ejercicio de la actividad financiera del Estado, todos aquellos hechos que puedan constituir actos de corrupción.


  4.2.1. La rendición de cuentas


  De acuerdo con Schedler [2008:13], la rendición de cuentas “obliga al poder a abrirse a la inspección pública; lo fuerza a explicar y justificar sus actos, y lo supedita a la amenaza de sanciones”. Es en este sentido que aquí se considera la rendición de cuentas como un instrumento de detección. No se pretende separar de manera tajante este concepto de otros correlacionados, como el de la transparencia y la fiscalización. Reiteramos que se trata de una taxonomía meramente didáctica.


  La rendición de cuentas permite a los ciudadanos conocer las actividades de los organismos públicos y sus resultados, lo cual posibilita que se detecten posibles desviaciones del debido ejercicio de la función pública. Para Mashaw [2008:122], las características básicas de la rendición de cuentas son: quién es responsable o debe rendir cuentas y ante quién; de qué son responsables cuando son llamados a dar cuentas; mediante qué procesos se puede asegurar que rindan cuentas; qué criterios se utilizan para juzgar el comportamiento putativo; y, cuáles son los efectos potenciales de la falta de rendición de cuentas. Entre otros aspectos se requiere que sean públicos: los indicadores de medición del gasto, los ingresos de los funcionarios públicos, sus declaraciones patrimoniales, y su responsabilidad por acción u omisión en caso de malversación de fondos o ineficiencias [Guerrero, 2004: 21].


  La LFPyRH incluye la rendición de cuentas entre los criterios bajo los cuales se deben administrar los recursos públicos (art. 1°, segundo párrafo). El mismo ordenamiento establece que “los ejecutores de gasto […] están obligados a rendir cuentas por la administración de los recursos públicos […]” (art. 4°).


  La Ley General de Contabilidad Gubernamental también establece mecanismos de rendición de cuentas (arts. 79 a 83).


  En México el principal documento por el que el gobierno rinde cuentas sobre el uso y destino de los recursos públicos es la Cuenta Pública, documento que, como hemos visto, debe ser entregado por el Ejecutivo a la Cámara de Diputados. La Cuenta Pública permite evaluar los resultados de la gestión financiera del Estado; comprobar si se ha ajustado a los criterios señalados por el presupuesto y verificar el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas (art. 74, fr. VI, CPEUM).


  No obstante que se trata de un documento que uno de los Poderes de la Unión entrega a otro, cualquier ciudadano puede consultar la cuenta pública por medios electrónicos [SHCP, 2014a].


  Otro importante mecanismo de rendición de cuentas son los informes mensuales y trimestrales que debe rendir la SHCP al Congreso, los cuales contienen información sobre los ingresos, el gasto y la deuda públicos (LFPyRH, arts. 2°, fr. XXIX y 107) y que también pueden ser consultados por el público en general [SHCP, 2014b ].


  La Ley General de Responsabilidades Administrativas también contiene instrumentos para la rendición de cuentas (arts. 26 a 48) aunque, como ya se dijo, las mezcla con algunos mecanismos de prevención.


  4.2.2. La fiscalización


  El concepto de fiscalización se encuentra íntimamente ligado al de la rendición de cuentas, al grado que en México hay un cuerpo legal que incluye a ambos: la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación. La fiscalización de las finanzas públicas se ha definido como una de las principales herramientas de los cuerpos legislativos, para influenciar el diseño de las políticas públicas, para vigilar su instrumentación y para frenar y mitigar la corrupción y la mala administración dentro de las organizaciones gubernamentales [Ugalde, 2000:33].


  Para Valverde [2004:2], la fiscalización es “el proceso mediante el cual una autoridad vigila el uso de los recursos públicos […], y se evalúan las acciones de gobierno considerando su racionalidad y apego a la ley. Implica también una revisión de la eficiencia del proceso de planeación y ejecución de las políticas públicas”. De acuerdo con este autor, el control es un componente importante de la fiscalización, y puede ser de dos tipos: interno, cuando se lleva a cabo dentro de una misma dependencia, y externo, cuando una dependencia ajena lleva a cabo las labores de fiscalización [Valverde, 2004:2]. Así, por ejemplo, tenemos que los distintos órganos de la administración pública tienen instancias internas de control. Pero además, está la Secretaría de la Función Pública, la cual tiene entre sus facultades la de “Vigilar el cumplimiento, por parte de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las disposiciones en materia de planeación, presupuestación, ingresos, financiamiento, inversión, deuda, patrimonio, fondos y valores” [Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, art. 37, fr. V].6 Sin embargo, el órgano de fiscalización por excelencia en el nivel federal es la Auditoría Superior de la Federación la cual, por mandato constitucional, tiene a su cargo la revisión de la cuenta pública federal (CPEUM, art. 74, fr. VI). La Auditoría Superior de la Federación es una instancia externa al Poder Ejecutivo, la cual está encargada de la administración de los recursos. La Auditoría Superior de la Federación depende de la Cámara de Diputados, aunque cuenta con autonomía técnica y de gestión así como para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones. La función de fiscalización se realiza conforme a los principios de legalidad, definitividad, imparcialidad y confiabilidad [CPEUM art. 79].


  A continuación enlistamos algunas de las principales funciones de la Auditoría Superior de la Federación:


  • Fiscalizar los ingresos y egresos de la federación, así como el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales.


  • Realizar auditorías para revisar el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas federales.


  • Fiscalizar los recursos federales que administren o ejerzan los estados, los municipios, la Ciudad de México y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones territoriales, con excepción de las participaciones federales.


  • Fiscalizar los recursos federales que se ejerzan por cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, mandatos, fondos o cualquier otra figura jurídica.


  • Solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de ejercicios anteriores al de la cuenta pública en revisión, exclusivamente cuando el programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas federales.


  • También puede requerir informes durante el ejercicio fiscal en curso a las entidades fiscalizadas cuando existan denuncias.


  • Entregar a la Cámara de Diputados el informe de la revisión de la cuenta pública.


  • Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos federales, y efectuar visitas domiciliarias, para exigir la exhibición de libros, papeles o archivos para la realización de sus investigaciones.


  • Determinar los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales


  • Promover acciones ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción o las autoridades competentes.


  La Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación especifica los aspectos relativos a la fiscalización y la revisión de la Cuenta Pública Federal. Dicha Ley establece qué es lo que comprende la fiscalización de la cuenta pública (art. 2°):


  I. La fiscalización de la gestión financiera de las entidades fiscalizadas para comprobar el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos, y demás disposiciones legales aplicables, en cuanto a los ingresos y gastos públicos, así como la deuda pública, incluyendo la revisión del manejo, la custodia y la aplicación de recursos públicos federales, así como de la demás información financiera, contable, patrimonial, presupuestaria y programática que las entidades fiscalizadas deban incluir en dicho documento, conforme a las disposiciones aplicables, y


  II. La práctica de auditorías sobre el desempeño para verificar el grado de cumplimiento de los objetivos de los programas federales.


  La Auditoría Superior de la Federación puede fiscalizar las operaciones que involucren recursos públicos federales o participaciones federales mediante contrataciones, subsidios, transferencias, donativos, fideicomisos, fondos, mandatos, asociaciones público-privadas o cualquier otra figura jurídica y el otorgamiento de garantías sobre empréstitos de estados y municipios, entre otras operaciones (art. 1°, último párrafo).


  Otros aspectos importantes para las finanzas públicas que regula la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación son:


  • La fiscalización de la cuenta pública.


  • El contenido del Informe General que debe rendir la Auditoría Superior de la Federación a la Cámara de Diputados.


  • Los informes individuales de auditorías.


  • Las acciones y recomendaciones derivadas de la fiscalización.


  • La fiscalización del gasto federalizado, especialmente la que de manera directa realiza la Auditoría Superior de la Federación sobre las participaciones federales.


  • La fiscalización de la deuda pública de las entidades federativas y municipios que cuente con garantía del gobierno federal.


  • La fiscalización del cumplimiento de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y Municipios.


  Cabe señalar que las observaciones de la Auditoría Superior de la Federación pueden derivar en acciones promovidas y previsiones o recomendaciones. Las primeras pueden ser solicitudes de aclaración, pliegos de observaciones, informes de presunta responsabilidad administrativa, promociones del ejercicio de la facultad de comprobación fiscal, promociones de responsabilidad administrativa sancionatoria, denuncias de hechos ante la Fiscalía Especializada y denuncias de juicio político (art. 15).


  Un punto interesante de la Ley en comento, es que se posibilita que la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados, reciba peticiones, propuestas, solicitudes y denuncias de la sociedad civil, las cuales podrán ser consideradas por la Auditoría Superior de la Federación en el programa anual de auditorías, visitas e inspecciones y cuyos resultados deberán ser considerados en los informes individuales y en el informe general. Dichas propuestas también podrán ser presentadas por conducto del Comité de Participación Ciudadana a que se refiere la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, debiendo el Auditor Superior de la Federación informar a la Comisión, así como a dicho Comité, acerca de las determinaciones que se tomen en relación con las propuestas relacionadas con el programa anual de auditorías (art. 110).


  Otro ordenamiento de particular importancia es la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos. Los ingresos petroleros, pese a la volatilidad de los precios del crudo, revisten una gran relevancia para las finanzas públicas mexicanas. Además, por su monto, se convierten en un objeto muy apetecible para la corrupción. Es por ello por lo que el legislador federal estableció en el art. 59, primer párrafo, de la Ley de Ingresos Sobre Hidrocarburos, que:


  Los recursos que ingresen al Fondo Mexicano del Petróleo se considerarán federales y quedarán sujetos a las facultades de fiscalización de las autoridades federales, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. Con el objeto de garantizar que los recursos del Fondo Mexicano del Petróleo se utilicen para los fines autorizados, se deberán establecer procedimientos y mecanismos de control, seguimiento y registro de operaciones claras y transparentes, para que la Secretaría [SHCP] y demás autoridades fiscalizadoras puedan verificarlas periódicamente, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.


  Asimismo, se estableció que la SHCP incluirá en la cuenta pública y en los informes trimestrales sobre la situación económica, las finanzas y la deuda públicas, los ingresos obtenidos por el Estado mexicano que deriven de los contratos y de los derechos a que se refiere la propia Ley (art. 61).


  4.2.3. Otros instrumentos de detección


  Tanto la Ley del Sistema Nacional Anticorrupción como la Ley General de Responsabilidades de los Servidores consideran la presencia de una Plataforma Digital Nacional que, entre otras cosas, habrá de registrar la situación patrimonial de los servidores públicos.


  Por otra parte, se pueden instaurar otra serie de medidas prácticas para detectar actos de corrupción operativos en las oficinas públicas, especialmente en aquellas que se brinda un servicio directo al público, por ejemplo, los buzones de quejas en las dependencias; las líneas telefónicas y correos electrónicos habilitados para atender denuncias ciudadanas; los programas de usuario simulado7 y la utilización de medios tecnológicos como cámaras ocultas, etcétera.


  4.3. LOS INSTRUMENTOS PUNITIVOS


  Una vez que han sido detectados actos de corrupción, en la legislación mexicana hay diversos instrumentos para castigarlos. A continuación haremos algunas subdivisiones para facilitar su estudio.
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  4.3.1. Las responsabilidades administrativas de los servidores públicos


  La Constitución, en su artículo 108, menciona los cargos en relación con los cuales se determina cuando una persona es considerada como servidor público, lo que implica que será responsable por los actos u omisiones en que incurra en el desempeño de sus respectivas funciones a saber:


  • Los representantes de elección popular.


  • Los integrantes del Poder Judicial de la Federación.


  • Toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión en el Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal,


  • Los servidores públicos de los organismos constitucionales autónomos.


  La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado que esa disposición contenida en el artículo 108 constitucional, no es limitativa, sino enunciativa.8


  La Ley General de Responsabilidades Administrativas establece principios y funciones que deben seguir los servidores públicos. Determina cuáles son las faltas administrativas y las sanciones que deben recaer a las mismas, así como los procedimientos y autoridades facultadas para aplicarlas. Pero la Ley no se detiene ahí, también considera posibles sanciones para particulares vinculados con faltas administrativas graves.


  Es conveniente aclarar que a un servidor público se le puede aplicar una sanción de naturaleza administrativa, independientemente de la responsabilidad penal que pueda desprenderse de sus actos.


  4.3.2. Sanciones penales


  Además de las sanciones de naturaleza administrativa, el sistema jurídico mexicano también considera la posibilidad de sancionar con multas, o aun con la cárcel a personas que cometen determinados actos en relación con las finanzas públicas. Un ejemplo lo encontramos en el título decimocuarto del Código Penal Federal, intitulado como “Delitos contra la economía pública”; en el artículo 254 bis, fracción IV, se establece que se sancionará con prisión de cinco a 10 años y con 1 000 a 10 000 días de multa a quienes, establezcan, concerten o coordinen posturas o la abstención en las licitaciones, concursos, subastas o almonedas. Asimismo, el título décimo del Código Penal Federal se denomina “Delitos por hechos de corrupción”. A continuación mencionamos aquellos que consideramos afectan de manera más directa a las finanzas públicas, las conductas que los constituyen y el artículo que los considera en el Código Penal Federal.9


  • Ejercicio ilícito del servicio público. Teniendo conocimiento por razón de su empleo, cargo o comisión de que pueden resultar gravemente afectados el patrimonio o los intereses de alguna dependencia o entidad pública por cualquier acto u omisión, no informar por escrito a su superior jerárquico o no evitarlo si está dentro de sus facultades (art. 214, fr. III).


  • Abuso de autoridad (art. 215, frs. I, VIII, IX y X):


  ♦ Impedir el cobro de un impuesto auxiliándose de la fuerza pública.


  ♦ Hacer que se le entreguen fondos, valores u otra cosa que no se le haya confiado a él y se los apropie o disponga de ellos indebidamente.


  • Uso ilícito de atribuciones y facultades (arts. 217 y 217 bis). Otorgar, promover o solicitar de manera ilícita:


  ♦ Concesiones de prestación de servicio público o de explotación, aprovechamiento y uso de bienes de dominio de la federación; permisos, licencias o autorizaciones de contenido económico; franquicias, exenciones, deducciones o subsidios sobre impuestos, derechos, productos, aprovechamientos o aportaciones y cuotas de seguridad social, en general, sobre los ingresos fiscales, y sobre precios y tarifas de los bienes y servicios producidos o prestados en la Administración Pública Federal.


  ♦ La realización o contratación de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones de bienes o servicios con recursos públicos.


  ♦ Contratar deuda o realizar colocaciones de fondos y valores con recursos públicos.


  ♦ A sabiendas de la ilicitud del acto, y en perjuicio del patrimonio o del servicio público o de otra persona:


  − Negar el otorgamiento o contratación de las operaciones antes señaladas, cuando se tengan todos los requisitos establecidos en la normatividad aplicable para su otorgamiento.


  − Siendo responsable de administrar y verificar directamente el cumplimiento de los términos de una concesión, permiso, asignación o contrato, abstenerse de cumplir con dicha obligación.


  − Dar a los fondos públicos una aplicación distinta a aquélla a que estuvieren destinados o hacer un pago ilegal.


  • Tratándose de un particular en carácter de contratista:


  ♦ Generar y utilizar información falsa o alterada respecto de los rendimientos o beneficios que obtenga.


  ♦ Cuando estando legalmente obligado a entregar a una autoridad información sobre los rendimientos o beneficios que obtenga, la oculte.


  • Concusión (art. 218). Exigir, por sí o por medio de otro, a título de impuesto o contribución, recargo, renta, rédito, salario o emolumento, dinero, valores, servicios o cualquiera otra cosa que sepa no ser debida, o en mayor cantidad que la señalada por la Ley.


  • Ejercicio abusivo de funciones (art. 220):


  ♦ Otorgar indebidamente por sí o por otra persona contratos, concesiones, permisos, licencias, autorizaciones, franquicias, exenciones; efectuar compras o ventas o realizar cualquier acto jurídico que produzca beneficios económicos al propio servidor público, a su cónyuge, descendientes o ascendientes, parientes por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado, a cualquier tercero con el que tenga vínculos afectivos, económicos o de dependencia administrativa directa, socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte.


  ♦ Valiéndose de la información que posea por razón de su empleo, cargo o comisión, sea o no, materia de sus funciones, y que no sea del conocimiento público, haga por sí mismo, o por otra persona, inversiones, enajenaciones o adquisiciones, o cualquier otro acto que le produzca algún beneficio económico indebido al servidor público o a alguna de las personas mencionadas anteriormente.


  • Tráfico de influencia (art. 221):


  ♦ Promover o gestionar la tramitación o resolución ilícita de negocios públicos ajenos a las responsabilidades inherentes a su empleo, cargo o comisión.


  ♦ Promover la conducta ilícita del servidor público o prestarse a la promoción o gestión a que hace referencia en el párrafo anterior.


  ♦ Solicitar o promover indebidamente cualquier resolución o la realización de cualquier acto materia del empleo, cargo o comisión de otro servidor público, que produzca beneficios económicos para sí o para cualquiera de las personas a que hace referencia la primera fracción del artículo 220 (ya mencionado).


  • Cohecho (arts. 222 y 222 bis):


  ♦ Solicitar o recibir indebidamente para sí (hablando de un servidor público) o para otro, dinero o cualquier beneficio, o aceptar una promesa, para hacer o dejar de hacer un acto propio de sus funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión.


  ♦ Dar, prometer o entregar cualquier beneficio a un servidor público, para que haga u omita un acto relacionado con sus funciones, a su empleo, cargo o comisión.


  • El Legislador Federal (o cualquier persona que actúe a su nombre) que en el ejercicio de sus funciones o atribuciones, y en el marco del proceso de aprobación del presupuesto de egresos respectivo, gestione o solicite:


  ♦ La asignación de recursos a favor de un ente público, exigiendo u obteniendo, para sí o para un tercero, una comisión, dádiva o contraprestación, en dinero o en especie, distinta a la que le corresponde por el ejercicio de su encargo.


  ♦ El otorgamiento de contratos de obra pública o de servicios a favor de determinadas personas físicas o morales.


  • El Código Penal Federal considera también penas para quien, con el propósito de obtener o retener para sí o para otra persona ventajas indebidas en el desarrollo o conducción de transacciones comerciales internacionales, ofrezca, prometa o dé, por sí o por interpósita persona, dinero o cualquiera otra dádiva, ya sea en bienes o servicios, a un servidor público extranjero para que gestione o se abstenga de gestionar la tramitación o resolución de asuntos relacionados con las funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión.


  • Peculado (art 223):


  ♦ Distraer de su objeto dinero, valores, fincas o cualquier otra cosa perteneciente al Estado, a un organismo descentralizado o a un particular, si por razón de su cargo los hubiere recibido en administración, en depósito o por otra causa.


  ♦ Utilizar fondos públicos con el objeto de promover la imagen política o social de su persona, la de su superior jerárquico o la de un tercero, o con el fin de denigrar a cualquier persona.


  • Enriquecimiento ilícito (art. 224). Cuando el servidor público no pudiere acreditar el legítimo aumento de su patrimonio o la legítima procedencia de los bienes a su nombre o de aquéllos respecto de los cuales se conduzca como dueño. Se computan entre los bienes que adquieren los servidores públicos o con respecto de los cuales se conducen como dueños, los que reciban o de los que dispongan su cónyuge y sus dependientes económicos directos, salvo que el servidor público acredite que éstos los obtuvieron por sí mismos.


  Cabe señalar que la Ley General de Contabilidad Gubernamental también considera medidas punitivas contra aquellos servidores públicos que omitan realizar los registros de la contabilidad de los entes públicos, así como la difusión de la información financiera en los términos a que se refiere la propia Ley o bien cuando, por razón de la naturaleza de sus funciones, tengan conocimiento de la alteración o falsedad de la documentación o de la información que tenga como consecuencia daños a la hacienda pública o al patrimonio de cualquier ente público y, estando dentro de sus atribuciones, no lo eviten o no lo hagan del conocimiento a su superior jerárquico o autoridad competente (arts. 85 y 86).


  4.3.3. La declaración de procedencia y el juicio político


  Hemos visto que hay diversos instrumentos legales para sancionar a quienes cometen actos de corrupción, sea que se trate de particulares o de servidores públicos. Ahora bien, hay cierto tipo de servidores públicos que por la importancia de tareas que realizan, si bien pueden llegar a ser sancionados por actos de corrupción, se debe seguir un procedimiento especial, considerado en la Constitución. Felipe Tena [1978:519] lo explica en los siguientes términos:


  La Constitución considera responsable de toda clase de delitos y faltas a los funcionarios públicos, incluyéndolos así en el principio de igualdad ante la ley. No obstante, la Constitución ha querido que durante el tiempo que desempeñan sus funciones, algunos de esos funcionarios no puedan ser perseguidos por los actos punibles que cometieren, a menos que previamente los autorice […] (el Congreso) de la Unión. De este modo el sistema no erige la impunidad de los funcionarios, sino sólo su inmunidad durante el tiempo del encargo.


  Así, el artículo 109, fr. I, de la CPEUM, establece que: “Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones indicadas en el artículo 110 a los servidores públicos señalados en el mismo precepto, cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.”


  El artículo 109 constitucional, en su fracción III, menciona que “se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones”. Por su parte, el artículo 110 de la CPEUM, menciona a qué funcionarios les es aplicable el juicio político. Para facilitar el estudio, a continuación los enlistamos:


  • Los senadores y diputados federales.


  • Los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los consejeros de la Judicatura Federal y los magistrados de circuito y del Tribunal Electoral, así como los jueces de distrito.


  • Los secretarios de Estado.


  • El Fiscal General de la República.


  • El Consejero Presidente, los consejeros electorales, y el Secretario Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral.


  • Los integrantes de los órganos constitucionales autónomos.


  • Los directores generales y sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos.


  La Constitución también menciona a los ejecutivos de las entidades federativas, diputados locales, magistrados de los tribunales superiores de justicia locales, los miembros de los consejos de las judicaturas locales, así como los miembros de los organismos a los que las constituciones locales les otorgue autonomía, quienes sólo podrán ser sujetos de juicio político por violaciones graves a esta Constitución y a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales, pero en este caso la resolución será únicamente declarativa y se comunicará a las legislaturas locales para que, en ejercicio de sus atribuciones, procedan como corresponda (art. 110, párrafo segundo).


  Las sanciones de carácter administrativo, de acuerdo con el párrafo tercero del artículo 110 constitucional, consisten en “la destitución del servidor público y en su inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público”. Ahora bien, el procedimiento que se sigue en el caso del juicio político, se ilustra en la figura 5.
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  Ahora bien, ¿qué sucede si la falta cometida por un servidor público de alto nivel10 constituye un delito? En ese caso puede utilizarse el mecanismo conocido como declaración de procedencia (figura conocida comúnmente como desafuero), en la que solamente interviene la Cámara de Diputados, la cual decide por mayoría absoluta si ha lugar a proceder contra el inculpado, en cuyo caso se le pondría a disposición de las autoridades competentes (CPEUM, art. 111, párrafos primero y tercero). Aun si la Cámara decidiera que no, terminado el periodo por el que el inculpado ejerce su cargo, se puede proceder penalmente contra él (segundo párrafo). Ahora bien, un caso de excepción lo constituye el Presidente de la República, a quien únicamente se le puede acusar por traición a la patria y delitos graves del orden común (art. 108, segundo párrafo). En ese caso “sólo habrá lugar a acusarlo ante la Cámara de Senadores en los términos del artículo 110 (véase la figura 5) […] la Cámara de Senadores resolverá con base en la legislación penal aplicable” (art. 111, párrafo cuarto).


  NOTAS


  
    
      3 Por una aberrante falta de técnica legislativa, el constituyente permanente mandató al Congreso de la Unión, en el artículo segundo transitorio del Decreto, publicado el 7 de febrero de 2014, a que se expidiera “una Ley General del artículo 6° de [la] Constitución, así como las reformas que correspondan a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental […]”. Peor aún, el Congreso interpretó ese mandato en el sentido de emitir una Ley Federal en la materia, cuando lo que se debió hacer es simplemente distribuir competencias entre los tres ámbitos de gobierno en la propia Ley General.

    


    
      4 Se presentan de manera resumida.

    


    
      5 Se denomina así al conjunto normativo consistente en la reforma constitucional publicada en diciembre de 2013 y al paquete de Normas Secundarias publicadas en agosto de 2014 en materia energética.

    


    
      6 El artículo 37 de la Ley citada fue derogado por decreto publicado en el DOF el 2 de enero de 2013, sin embargo, el artículo segundo transitorio del mismo establece que: “Las modificaciones previstas en el presente Decreto para los artículos 26, 31, 37, 44, y 50 de esta Ley exclusivamente por lo que se refiere a la desaparición y transferencia de las atribuciones de la Secretaría de la Función Pública, entrarán en vigor en la fecha en que el órgano constitucional autónomo que se propone crear en materia anticorrupción entre en funciones […]. Entre tanto, se expiden y entran en vigor las disposiciones a que se refiere este artículo, la Secretaría de la Función Pública continuará ejerciendo sus atribuciones conforme a los ordenamientos vigentes al momento de expedición de este Decreto.” Hasta el momento en que se escribió esta sección (agosto de 2014) no había entrado en funciones el organismo anticorrupción.

    


    
      7 Mayores detalles sobre el programa de usuario simulado en México en el nivel federal pueden consultarse en Secretaría de la Función Pública [2014].

    


    
      8 “[…] Son servidores públicos quienes sirvan al Estado o Federación, al gobierno y a la nación, al interés público o a la sociedad”. Suprema Corte de Justicia de la Nación [2006].

    


    
      9 Se trata sólo de una síntesis. Algunos de estos delitos también pueden ser cometidos por personas que no tienen el carácter de servidores públicos. Para mayor información se recomienda consultar directamente el Código.

    


    
      10 El artículo 111 señala a los mismos servidores públicos que en el artículo 110, excepto por lo que hace a los siguientes: los magistrados de Circuito y jueces de distrito; los magistrados, jueces del fuero común del D.F. y los consejeros de la Judicatura del D.F.; los integrantes de los órganos constitucionales autónomos; los directores generales y sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos.

    

  


  5. EL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN


  A partir del decreto publicado el 27 de mayo de 2015, por disposición constitucional (art. 113) hay un Sistema Nacional Anticorrupción, que es “la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos”.


  El sistema cuenta con un Comité Coordinador integrado por:


  • El Auditor Superior de la Federación.


  • El fiscal especializado en Combate a la Corrupción.


  • El Secretario de la Función Pública.


  • El Presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.


  • El Presidente del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales.


  • Un representante del Consejo de la Judicatura Federal.


  • Un representante del Comité de Participación Ciudadana.


  Este último, a su vez, debe integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción.


  Las atribuciones del Comité Coordinador del Sistema son:


  • Establecer bases, principios y mecanismos de coordinación con los sistemas locales anticorrupción.


  • Diseñar y promover políticas de fiscalización, control de recursos públicos, prevención, disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción.


  • Determinar mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones competentes en todos los órdenes de gobierno.


  • Elaborar un informe anual de avances y resultados.


  • Emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades para la prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción.


  El artículo 113 constitucional también prevé que en las entidades federativas se establezcan sistemas locales anticorrupción.


  6. ¿CÓMO MEDIR LA CORRUPCIÓN?


  En este texto hemos tratado el tema de la corrupción en escala conceptual así como el tratamiento que se le da en la legislación mexicana. Sin embargo, cabría preguntarse si hay medios para determinar qué tanta corrupción hay en un lugar y tiempo determinados. Primeramente, es necesario reconocer que, al tratarse de un fenómeno que consiste en actos furtivos, resulta complicado medir la corrupción. A este respecto, Arturo del Castillo [2003:23] afirma:


  Medir la corrupción constituye a la vez una quimera y una tentación irresistible. La corrupción es quizás el crimen menos reportado que existe. Un acto de corrupción es perpetrado generalmente con gran secrecía. Todas las partes involucradas en la transacción corrupta (el que da el soborno y el que lo recibe) están usualmente satisfechos con el resultado y reconocen las posibles consecuencias negativas que resultarían de revelar su propio papel en dicha conducta criminal, incluso si no se encuentran satisfechos. Mientras tanto, las víctimas de la corrupción, que son usualmente el público en general y la sociedad en su conjunto, se encuentran inconscientes de los actos específicos de la corrupción o están acostumbrados de manera tal que se vuelven indiferentes a ella.


  No obstante lo anterior hay múltiples instrumentos, tanto nacionales como internacionales, que buscan medir la corrupción por medio de diversos índices con distintas metodologías [cfr. Del Castillo, 2003 y Casar, 2016]. Cabe advertir que aquí mencionamos únicamente los que consideramos más significativos, especialmente en relación con las finanzas públicas. Hay muchos otros instrumentos, inclusive algunos que no miden directamente el nivel de corrupción o la percepción sobre ella, sino alguno o algunos de sus componentes, o bien el grado de efectividad de su prevención, combate o sanción, o algunos temas relacionados como el estado de derecho, la transparencia, etcétera.


  6.1. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES


  A continuación mencionaremos algunos de los instrumentos que permiten medir la corrupción globalmente y hacer comparativos entre países. Algunos de ellos son realizados por organismos internacionales, esto es, organismos en los que hay representación de gobiernos de distintos países; otros son desarrollados por organizaciones de la sociedad civil especializados en corrupción o temas relativos.


  6.1.1. Instrumentos de organismos internacionales


  El Banco Mundial cuenta con los Indicadores Mundiales de Gobernanza, desarrollados por Daniel Kaufmann, Aart Kraay y Massimo Mastruzzi del Instituto del Banco Mundial, que son indicadores agregados los cuales incluyen mediciones relativas a la rendición de cuentas y el control de la corrupción. Consiste en una serie de operaciones estadísticas complejas por las que el Banco recopila y combina un gran número de fuentes, sobre todo opiniones de expertos, encuestas y clasificaciones de riesgo comercial en un único indicador por dimensión, sintetizado en un escalafón. Cubre más de 212 países y territorios [Mayer, 2009].


  El mismo organismo internacional elabora la Evaluación Institucional y de Políticas del País (CPIA, por sus siglas en inglés), la cual califica el desempeño de los países de acuerdo con de 20 criterios agrupados en cuatro secciones: gestión económica; políticas estructurales; políticas para la inclusión social y la igualdad; y gestión del sector público e instituciones. En este último grupo se encuentra el criterio de transparencia, responsabilidad y corrupción en el sector público.


  6.1.2. Instrumentos de organizaciones de la sociedad civil


  Uno de los instrumentos más notables internacionales es sin duda el Índice de Percepción de la Corrupción, elaborado anualmente por la organización Transparencia Internacional [2016a]. Este índice se construye a partir de las opiniones de expertos —analistas y hombres de negocios— de los países en los que se aplican encuestas. En 2016, el índice abarcó 176 países [Transparencia Internacional, 2016a]. La escala utilizada mide la percepción de la corrupción sobre los gobiernos nacionales desde 0 (muy corrupto), hasta 100 (muy limpio). A continuación se muestra un comparativo de los países latinoamericanos.
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  Una gran ventaja del Índice de percepción de la corrupción es que permite hacer un ágil comparativo entre países por las calificaciones obtenidas de cada uno. Sin embargo, el instrumento lo que hace es un agregado de diversas otras fuentes de percepción de la corrupción en el sector público, por parte de hombres de negocios y expertos.11


  De acuerdo con este índice, Uruguay es el país de América Latina menos corrupto, con una calificación de 70; en el extremo opuesto se encuentra Haití con un índice de 15, México se encuentra entre los países más corruptos con una calificación de 30.


  Por su parte, el Barómetro global de la corrupción, elaborado también por Transparencia Internacional, es un instrumento que constituye el más amplio sondeo de opinión sobre la corrupción en el mundo. A la fecha en que se escriben estas líneas, el último reporte global es el de 2013, año en el que fueron aplicadas más de 114 000 encuestas en 107 países acerca de las experiencias directas de la gente con el problema de la corrupción. Los cuestionarios aplicados se componen de 12 peguntas [Transparencia Internacional, 2013]. Por razones de espacio, seleccionamos únicamente la pregunta “En los dos últimos años, ¿qué tanto ha variado la corrupción en su país?
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  Según este sondeo, 8% de los mexicanos opina que la corrupción se redujo, para 21% la corrupción sigue igual; mientras que para 71% de los encuestados la corrupción se incrementó, porcentaje solamente superado por Argentina con 72 por ciento.


  Hay también instrumentos que, en lugar de medir directamente los niveles de corrupción, indagan sobre algunos factores que pueden incidir para evitarla. Uno de ellos es la Encuesta de Presupuesto Abierto, elaborado por la organización International Budget Partnership (IBP) la cual aplicó, en 2015, cuestionarios en 102 países. Los cuestionarios son respondidos por investigadores de instituciones académicas u organizaciones de la sociedad civil de cada país.


  La encuesta evalúa tres componentes de un sistema de rendición de cuentas presupuestaria: disponibilidad pública de información presupuestaria, oportunidades para que el público participe en el proceso presupuestario y la fortaleza de las instituciones formales de vigilancia, incluidas el poder legislativo y el ente de fiscalización superior. De los resultados de la encuesta, se elabora el Índice de presupuesto abierto en el que cada país recibe un puntaje. La escala va de 0 (nada disponible) a 100 (información muy abierta o disponible) [International Budget Partnership, 2015b]. En la figura 8 se presenta el Índice de presupuesto abierto 2015 para los países latinoamericanos que aparecen en el reporte de IBP.
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  Por lo que respecta a este índice México obtuvo una calificación de 66, solamente superado por Brasil y Perú.


  Transparencia Internacional elabora también el Índice de fuentes de soborno, el cual en 2011, último año reportado el momento en que se escriben estas líneas, clasifica a 28 de los principales países exportadores en escala internacional y regional en función de la posibilidad de que sus compañías paguen sobornos en el extranjero [Transparencia Internacional, 2011].


  Por otra parte, la Corporación Latinobarómetro, organización con sede en Santiago de Chile, elabora un estudio de opinión pública mediante aproximadamente 20 000 encuestas aplicadas en 18 países de Latinoamérica acerca de temas como el grado de satisfacción con la democracia, la economía, la confianza en las instituciones, etc. En la sección destinada a evaluar las políticas públicas, la encuesta contiene dos preguntas que atañen al tema de este trabajo y cuyas respuestas se reflejan en las figuras 9 y 10. En el eje vertical aparece el porcentaje de la población que opina en uno u otro sentido.
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  La figura 9 muestra un panorama bastante desolador sobre la percepción de la corrupción en Latinoamérica, ya que la mayoría de la población encuestada opina que se ha reducido poco o en lo absoluto la corrupción en los últimos dos años, como lo muestran las secciones más oscuras de las barras. En el caso de México solamente 5% de los encuestados consideran que se ha progresado mucho en reducir la corrupción en las instituciones del Estado. No obstante lo anterior, llama la atención que en la figura 10, cuando se preguntó a la población si ha sabido de algún acto de corrupción en los últimos 12 meses, la mayoría contestó que no, salvo en el caso de Brasil [Latinobarómetro, 1995-2015].12


  6.2. INSTRUMENTOS NACIONALES


  En el ámbito interno también hay diversos medios por los que se buscan sopesar los niveles de corrupción, sea que se encuentren enfocados de manera exclusiva a ese fenómeno o bien como uno de los componentes que se estudian dentro de los organismos públicos o en la sociedad. Los instrumentos pueden provenir de organismos públicos o bien de organizaciones mexicanas de la sociedad civil.


  6.2.1. Instrumentos de organismos públicos


  El INEGI elabora la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental (ENCIG), instrumento bienal que incluye un capítulo sobre la percepción de la corrupción. La encuesta se aplica en 38 000 viviendas dentro de localidades urbanas de 100 000 habitantes o más [INEGI, 2015a].


  De acuerdo con la ENCIG 2015, la corrupción ocupa el segundo lugar dentro de las preocupaciones que tiene la población mexicana sobre los problemas que se perciben en las entidades federativas, sólo después de la inseguridad y la delincuencia, pero por encima del desempleo e incluso la pobreza. La policía es percibida como la institución más corrupta, seguida por los partidos políticos, el gobierno federal y los gobiernos estatales. Más de la mitad de la población en el país cree o ha escuchado que hay corrupción en trámites que ha realizado [INEGI, 2015b]. Sobre percepción de la frecuencia de corrupción, casi la mitad de la población (48%) considera que ésta es muy frecuente, 39% piensa que es frecuente, 9% que es poco frecuente y sólo 1% que no se presenta nunca. La figura 11 muestra la percepción de la frecuencia de la corrupción desglosada por entidades federativas, según la ENCIG.
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  A partir de la ENCIG, el INEGI calcula la tasa de prevalencia de la corrupción, que es el total de víctimas de corrupción por cada 100 000 habitantes, que en suma, arrojó los siguientes resultados:


  • Tasa de prevalencia de corrupción en trámites del gobierno federal: 2 729.


  • Tasa de prevalencia de corrupción en trámites del gobierno estatal: 17 260.


  • Tasa de prevalencia de corrupción en trámites del gobierno municipal: 12 645.


  Por su parte la UNAM, por medio del Instituto de Investigaciones Jurídicas, elaboró en 2015 la Encuesta Nacional de Corrupción y Cultura de la Legalidad. Aplicada a una muestra de 1 200 personas mayores a 15 años distribuidas en todo el país, algunos de los resultados que arroja la encuesta es que de cada 10 mexicanos, siete se vieron afectados por la corrupción durante el último año (anterior a la encuesta); seis de cada 10 vaticinó que en los próximos cinco años la corrupción será mayor en el país (dos de cada 10 opinaron que seguirá igual), y ocho de cada 10 consideraron que terminar con la corrupción en el país es difícil o muy difícil [Marván, 2015].


  6.2.2. Instrumentos de empresas y organizaciones de la sociedad civil


  Transparencia Mexicana, capítulo local de Transparencia Internacional, ha elaborado en diversos años el Índice Nacional de Corrupción y Buen Gobierno (INCBG), que registra la corrupción en servicios públicos ofrecidos por los tres niveles de gobierno y por empresas particulares. Utiliza una escala que va de 0 a 100: a menor valor, menor corrupción. Lamentablemente la última información disponible al momento tiene ya varios años (data de 2010). Otras organizaciones y empresas trasnacionales con filiales en México, han hecho otros trabajos aunque no han derivado en índices nacionales sobre la corrupción.


  NOTAS


  
    
      11 Sobre la metodología, consulte: <www.transparency.org/news/pressrelease/explanation_of_how_individual_country_scores_of_the_corruption_perceptions>. Acceso: agosto de 2017.

    


    
      12 Si bien el informe no explica el contraste aquí mencionado, la segunda gráfica podría develar una población latinoamericana poco informada, y el caso excepcional de Brasil puede deberse a los recientes escándalos de corrupción los cuales difícilmente pueden ser ignorados por la amplia cobertura que han recibido de los medios de comunicación.

    

  


  7. LOS EFECTOS DE LA CORRUPCIÓN EN EL PRODUCTO INTERNO BRUTO


  Al momento hay diversas cuantificaciones en torno al peso económico que representa la corrupción; son medidas que difieren unas de otras, pues de la misma medida hay distintas definiciones en torno a ella, de igual forma son diferentes las mediciones y objetivos para su cuantificación; además de que las variables que contiene cada estimador del índice de corrupción no son las mismas.


  Actualmente pueden considerarse algunas cifras de corte formal, que se presentan en la figura 12.
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  Independientemente a la metodología utilizada por cada organización para validar los resultados de los indicadores de corrupción, la característica general de las mediciones es que se basan en encuestas de opinión. Por tanto, los índices dependen del carácter subjetivo del reactivo y del punto de vista del encuestado, el número de respuestas y de las personas e instituciones nacionales o de otros países que conforman la muestra. Los individuos encuestados no siempre son los mismos, no todos los años se cuenta con idéntico número de respuestas y no todos los indicadores están publicados para hacer un comparativo en series de tiempo, por lo que la disposición de datos que permitan integrar un modelo de análisis para un periodo considerable son un condicionante de su validez estadística.


  7.1. ESTIMACIÓN DEL COSTO DE LA CORRUPCIÓN EN EL PIB


  En el cálculo del peso económico de la corrupción en el PIB hay una diversidad de aplicaciones econométricas. Bigio y Ramírez-Rondán [2006] aplican el modelo GMM (Generalized-Method-of-Moments), desarrollado a partir de paneles de datos (su trabajo incluye a México). Concluyen que el control de la corrupción, tiene un efecto positivo y significativo en el crecimiento de la economía.


  Palacios [2014] propone una modelación lineal con paneles de datos para 62 países incluido México; comprueba que el coeficiente determinado, asociado al índice de percepción de la corrupción (IPC), ratifica la relación negativa de éste con el crecimiento del PIB, por lo que un aumento en un punto del nivel “percibido” de corrupción, puede generar caídas de hasta 0.4% en el crecimiento del PIB debido a la disminución de la inversión social por parte del gobierno, que se genera por la desviación de recursos a manos privadas; el gasto de inversión se concentra en pocas manos, incrementando el costo de la misma. Adicionalmente, un aumento de la corrupción obliga a que se empleen más recursos en la lucha por la transparencia pública, lo que reduce la disponibilidad de ingresos de los gobiernos, y obstaculiza el crecimiento de la producción agregada. En México, de 2004 a 2016, el presupuesto destinado a las instituciones que promueven el combate a la corrupción se incrementó 94 por ciento.


  Vázquez [2016] establece un estimado del costo de la corrupción a partir de datos del IPC, cruzando valores con un modelo econométrico [Paolo, 1996], que señala el costo de oportunidad que tienen los países por no mejorar la apreciación de corrupción, con relación a las demás naciones. Propone que un cambio en el índice que ubique a México en los primeros 50 lugares, puede contribuir hasta en 0.5% de crecimiento en su PIB.


  Cabe aclarar que ninguna de estas estimaciones calcula un peso específico de la corrupción en el PIB y menos de la corrupción en el campo de las finanzas públicas. Tampoco garantizan una aplicación estadística precisa para México, porque ocupan paneles de datos y requieren de una serie grande de información, que no está disponible. El IPC nacional que calcula Transparencia Internacional (TI), que es el índice más completo, rinde información para 21 observaciones, insuficientes para que una modelación econométrica se logre y sea lo suficientemente significativa ante las variaciones del PIB. Los ajustes a los sesgos de dispersión sólo garantizan proximidad al dato esperado. Además, al incorporar otras variables se amplía también el espectro de incidencia de éstas en el comportamiento macroeconómico.


  7.2. RELACIÓN ENTRE EL IPC Y EL PIB


  Algunos estudios sobre el tema consideran que a mayor crecimiento económico, mejora el bienestar social, porque se reducen los niveles de pobreza, aumenta el nivel educativo, los niveles de salud, se reduce la delincuencia [Bigio y Ramírez-Rondán, 2006], y se generan condiciones para una disminución en los niveles de corrupción.


  No obstante, durante el periodo de 1996 a 2016, a partir del IPC elaborado por Transparencia Internacional y de la variación del PIB según datos del Banco Mundial, dispuesto en la figura 13 se demuestra que no es siempre así.
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  Obsérvese que el coeficiente R2 indica nula correlación entre ambas variables, es decir, que la percepción sobre corrupción no afecta directamente el nivel de crecimiento del PIB. Se destaca en cambio que la concentración de eventos entre el IPC y la variación de crecimiento económico superior a 2.5%, refieren un mayor proceso de concentración del IPC, es decir, que la percepción de la corrupción se incrementa en el país, en etapas de más aumento de la actividad económica.


  8. CONSIDERACIONES FINALES


  Desde la perspectiva de las finanzas públicas, la corrupción afecta negativamente la actividad financiera del Estado; los ingresos tributarios pueden verse disminuidos, al favorecer la evasión y elusión fiscal; el gasto público desviado, altera su composición y prioridades; la deuda pública no solamente se ve incrementada sino que se utiliza en beneficio de algunas personas o grupos. Como consecuencia de lo anterior, no solamente hay víctimas personales sino también graves consecuencias sociales, ya que afecta al crecimiento económico y daña la cohesión social.


  Las cifras sobre la corrupción en México denotan que aún hay mucho por hacer para enfrentarla, pero más que en el ámbito legislativo, en el terreno de la justicia y la ética en el servicio público. Al final de cuentas, cada acto de corrupción se traduce en menos recursos y oportunidades para atender las innumerables necesidades de la población, especialmente las de los grupos marginados. Sin embargo, debemos ser conscientes que este fenómeno no es propio ni exclusivo de los servidores públicos, sino que atañe a toda la sociedad.


  En cuanto a la detección y combate a la corrupción, pudimos observar que los instrumentos legales de prevención, detección y sanción, ahí están. Pero, en gran medida dichos instrumentos se perciben como ineficaces, pues no han servido para inhibir ni para castigar a los corruptos. La sociedad mexicana frecuentemente se pregunta: ¿en verdad se aplican? Y si se aplican, ¿lo hacen por igual a quienes cometen actos de corrupción, o hay aún “fueros extra legales” para los más ricos y poderosos?, ¿el Estado solamente reacciona cuando ya no tiene otra opción?


  El intento gubernamental más reciente de combatir la corrupción es la creación del Sistema Nacional Anticorrupción, que tiene como finalidad coordinar a las autoridades competentes para sancionar hechos de corrupción, así como promover la fiscalización y control de recursos públicos. A dos años de su creación legal aún no es posible observar una disminución en los escándalos de corrupción ni en los niveles de impunidad que actualmente imperan en México; en el caso de “La tragedia de Juan” relatada en el prólogo de este trabajo, los funcionarios responsables de la obra continuaron en sus puestos.


  En relación con el tema, cabe hacer notar también que en nuestro país hay, dentro de los órganos gubernamentales, severas diferencias salariales que no hacen sino reflejar la desigualdad que priva en México. Mientras algunos servidores públicos ganan demasiado (más que sus homólogos en países del Primer Mundo), otros tienen salarios notablemente insuficientes para su manutención, lo cual incide en la deficiencia en la prestación de servicios públicos o, en el peor de los casos, se convierte en un elemento que favorece los actos de corrupción.


  La encomienda de administrar los recursos públicos es, por su propia naturaleza, un fenómeno complejo. Esa tarea requiere de la participación —y el seguimiento— de la comunidad, pues al final de cuentas el buen o mal manejo de las finanzas públicas nos termina afectando a todos los que contribuimos y disfrutamos de los bienes y servicios públicos. Un primer paso es contar con bases que nos permitan entenderlas. Quienes escribimos estas líneas, esperamos haber aportado algunos elementos a ese fin.


  BIBLIOGRAFÍA


  Arvind K. [2001], The Political Economy of Corruption, Nueva York, Routledge. Consultado en <www.transparency.org/research/cpi/cpi_2008#results>. Acceso junio de 2014.


  Astudillo, M. y Francisco J. Fonseca [2017], Finanzas Públicas para todos, Una introducción a la Hacienda Pública Mexicana, México, UNAM-Trillas.


  Astudillo, M.; A. Blancas, y F. J. Fonseca [2017], “La transparencia de la deuda subnacional como mecanismo para limitar su crecimiento”, México, Revista Problemas del Desarrollo, 188(48), enero-marzo.


  Banco Mundial [2016], Indicadores globales de gobernabilidad, <https://goo.gl/714sjX>. Acceso: agosto de 2017.


  Basave B., Agustín [2001], “La cultura de la corrupción en México”. México, Revista de la Facultad de Derecho. UNAM, tomo LII, núm. 237.


  Biblia Nueva Versión Internacional [1999], Génesis 3; Salmos 14:1; Romanos 1:18.


  Bigio, Saki y Nelson Ramírez-Rondán [2006], “Corrupción e indicadores de desarrollo: una revisión empírica”, Perú, Banco Central de Reserva del Perú, DT núm. 2006-007 (serie documentos de trabajo).


  Casar, María Amparo [2016], Anatomía de la corrupción, México, CIDE-IMCO.


  Deuteronomio [1999], 16:19; Proverbios 15:27, Isaías 1:23-26.


  Del Castillo, Arturo [2001], “El soborno: un marco conceptual para su análisis”, México, Revista Gestión y Política Pública, vol. X, núm. 2, II.


  __ [2003], Medición de la corrupción: un indicador de la rendición de cuentas. Auditoría Superior de la Federación, México. Consultado en <www.asf.gob.mx/uploads/63_Serie_de_Rendicion_de_Cuentas/Rc5.pdf>. Acceso: marzo de 2015.


  Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental [2013]. Consultada en <www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/hogares/especiales/encig/default.aspx>. Acceso: junio de 2014.


  Escalante G., Fernando [2011], Ciudadanos imaginarios, México, El Colegio de México, A.C.


  Fondo Monetario Internacional [2017]. Consultado en <www.imf.org/external/pubs/ft/weo/2017/01/weodata/weoselgr.aspx>. Acceso :julio de 2017.


  Guerrero A., J. P. (coord.) [2004], Impuestos y gasto público en México desde una perspectiva multidisciplinaria, México, CIDE-Miguel Ángel Porrúa-Cámara de Diputados.


  Haggard, Stephan et al. [2008], “The Rule of Law and Economic Development”, Annual Review of Political Science, vol. 11, junio.


  Hofstede, G. y G. J. Hofstede [2005], Cultures and Organizations, Estados Unidos, Mc Graw-Hill.


  INEGI [2013], Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental. Consultado en <www.beta.inegi.org.mx/contenidos/proyectos/enhogares/regulares/encig/2015/doc/presentacion.pdf>. Acceso: junio de 2014.


  __ [2015a], Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental, “Presentación”, Consultado en <www.beta.inegi.org.mx/contenidos/proyectos/enhogares/regulares/encig/2015/doc/presentacion.pdf>. Acceso: julio de 2017.


  __ [2015b], Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental. Consultado en <www.beta.inegi.org.mx/proyectos/enchogares/regulares/encig/2015/>. Acceso julio de 2017.


  International Budget Partnership [2015a], <http://survey.internationalbudget.org/#download>. Acceso: julio de 2015.


  __ [2015b], Open Budget Survey 2015. Consultado en <www.internationalbudget.org/wp-content/uploads/OBS2015-Report-English.pdf>. Acceso: julio de 2017.


  Latinobarómetro [1995-2015], Informe. Consultado en <www.latinobarometro.org/latContents.jsp>. Acceso: julio de 2017.


  __ [2015]. Consultado en <www.latino-barometro.org/latOnline.jsp>. Acceso: julio de 2017.


  Lipset, S. M. y G. S. Lenz [2001], Corrupción, cultura y mercado, en R. Franco (coord.), Sociología del desarrollo, políticas sociales y democracia: estudios en homenaje a Aldo E. Solari, México, CEPAL-Siglo XXI Editores.


  Luna P., Issa [2009], Movimiento social del derecho de acceso a la información en México, México, UNAM-Instituto de Investigaciones Jurídicas.


  Marván L., María et. al. [2015], La corrupción en México: percepción, prácticas y sentido ético. Encuesta Nacional de Corrupción y Cultura de la Legalidad, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas.


  Mashaw, Jerry L. [2008], “Rendición de cuentas. Diseño institucional y la gramática de la gobernabilidad”, en John M. Ackerman (coord.), Más allá del acceso a la información, transparencia, rendicion de cuentas y etad de derecho. México, Siglo XXI Editores-UNAM-Cámara de Diputados.


  Mayer, Stefan [2009], Evaluaciones de gobernanza y rendición de cuentas interna: contribuir al debate nacional y cambiar las prácticas de ayuda,Madrid, Fundación para las Relaciones Internacionales y el Diálogo Exterior, documento de trabajo núm. 86, junio de 2009. Consultado en <http://fride.org/dowload/WP86_Governance_acountability_ESP_Ago09.pdf>. Acceso julio de 2017.


  Méndez, José Luis [2010], “El servicio profesional de carrera en la administración pública federal”, en José Luis Méndez (coord.), Los grandes problemas de México. Políticas públicas, México, El Colegio de México.


  Palacios L., Juan Manuel [2014], “Efectos de la corrupción sobre el crecimiento económico. Un análisis empírico internacional, Colombia ”, En Contexto. Revista de Investigación en Administración, Contabilidad, Economía y Sociedad (02), 109-126.


  Paolo, Mauro [1996], The Effects of Corruption on Growth, Investment, and Government Expenditure (septiembre 1996). IMF Working Paper. Consultado en <https://ssrn.com/abstract=882994>.


  Pardo, Italo [2004]. Between Morality and The Law, Gran Bretaña, Ashgate.


  Peschard, Jacqueline [2008], Transparencia y partidos políticos, México, Cuadernos de Transparencia, núm. 8, IFAI, México.


  Periódico El Sol de México [2017], “Gran socavón advirtió hace semanas sobre tragedia en Paso Exprés”, 12 de julio.


  Periódico Milenio [2017], Paso Exprés: la obra que inició con una polémica licitación, 13 de julio. Consultado en <www.milenio.com/negocios/paso_express-socavon-dos_muertos-aldesa-epccor-sct-empresas-milenio-noticias_0_992301026.html>


  Real Academia de la Lengua [2014], Diccionario de la Lengua Española. Consultado en <www.rae.es/>. Acceso junio de 2014.


  Rose-Ackerman, Susan [1999], Corruption and Government, Cambridge, University Press.


  Sartori, Giovanni [2005], Ingeniería constitucional comparada, México, Fondo de Cultura Económica.


  Schedler, Andreas [2008], ¿Qué es la rendición de cuentas?, México, Cuadernos de Transparencia, núm. 3, Instituto Federal de Acceso a la Información Pública.


  Secretaría de la Función Pública [2014]. Consultado en <www.funcionpublica.gob.mx/index.php/temas/programas/usuario-simulado.html>. Acceso: agosto de 2014.


  Secretaría de Hacienda y Crédito Público [2014a]. Consultado en <www.shcp.gob.mx/EGRESOS/contabilidad_gubernamental/Paginas/cuenta_publica.aspx>. Acceso: agosto de 2014.


  __ [2014b]. Consultado en <www.shcp.gob.mx/Paginas/default.aspx#>. Acceso: agosto de 2014.


  Solares M., Manuel [2004], La Auditoría Superior de la Federación: antecedentes y perspectiva jurídica, México, UNAM-Instituto de Investigaciones Jurídicas. Consultado en <www.ordenjuridico.gob.mx/Publicaciones/CDs2011/CDTratados/cd_tratados.php>. Acceso: septiembre de 2014.


  Stapenhurts, Rick y Shahrzad Sedigh [1999], An Over-view of the Costs of Corruption and Strategies to Deal with It, en Rick Stapenhurst y Sahr J. Koundeh, Curbing Corruption. Toward a Model for National Integrity, Washington, Economic Development Institute of The World Bank.


  Suprema Corte de Justicia de la Nación [2006], Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXIV, diciembre, tesis aislada, registro 173672, novena época.


  __ [2008], La corrupción y la actividad económica, en Andrés Solimano et al., Las termitas del Estado. Ensayos sobre corrupción, transparencia y desarrollo, Chile, Fondo de Cultura Económica-Centro Internacional de Globalización y Desarrollo..


  Tanzi, Vito y Hamid Davoodi [2001], “Corruption, growth and Public Finances”, en Jain Arvind K., The Political Economy of Corruption, Nueva York, Routledge.


  __ [2002], “Corruption. Public Investment and Growth”, en George T. Abed y Sanjeer Gupta (compiladores), Governance, Corruption & Economic Performance, Washington, International Monetary Found.


  Tena R., Felipe [1978], Derecho Constitucional Mexicano, México, Porrúa.


  The World Bank [2000], Anticorruption in Transition Countries, The International Bank for Reconstruction and Development, Estados Unidos, The World Bank.


  Transparencia Internacional [2011]. Consultado en <www.trans-parency.org/research/bpi/overview>.


  Transparencia Internacional [2013]. Consultado en <www.transparency.org/gcb2013/report>. Acceso: octubre de 2014.


  __ [2016], Consultado en <www.transparency.org/news/feature/corruption_perceptions_index_2016>. Acceso: julio de 2017.


  Ugalde, Luis Carlos [2000], Vigilando al Ejecutivo, México, Cámara de Diputados-Miguel Ángel Porrúa.


  Uvalle B., Ricardo [2012], Oportunidades y restricciones de la política de transparencia en México, México, UNAM-FCPyS.


  Valverde, Miguel A. [2004], Transparencia, acceso a la información y rendición de cuentas: experiencias en la Unión Europea y México, IX Congreso Internacional del Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo sobre la Reforma del Estado y de la Administración Pública, Madrid, España, del 2 al 5 de noviembre.


  Vázquez R., José Antonio [2016], “El impacto económico de la corrupción en México”, Revista Pluralidad y Consenso, 6, México, Cámara de Senadores.


  Villanueva, Ernesto [2003], Estudio introductorio, en Ernesto Villanueva (comp.), Derecho de acceso a la información pública en Latinoamérica, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas.

OEBPS/Images/cuadro1_cap3.png
Articulo
Constitucional

6, Apdo. “A”
25, parrafo IV
41, fr. 11

73, frs. VII,
XXIX-Hy XXIX-V

XXI1V,

74, fr. V1
74, fr. VIII
76, fr. 11

79
79. fr. IV

108 a114

108, penultimo parrafo

108, altimo parrafo

109
113
114

116, frs. Il y V'y 122, base
rimera, fraccion V,

1ncisos ¢), e) y n).
126
123, Aptdo. “B’, fr. IV

127
134

Figura 3. Resumen de los fundamentos constitucionales

Precepto

Bases para el ejercicio del derecho de acceso a la informacion publica.

Principios para garantizar la honestidad, transparencia y rendicion de cuentas
de las empresas productivas del Estado.

Bases sobre el financiamiento de los partidos politicos.

Facultades del Congreso para expedir leyes: que establezcan sanciones a
servidores publicos que incumplan con disposiciones relativas al manejo de
la deuda sugnacional; ue reguﬁ:n la Auditoria Superior de la Federacion que
establezcan las bases c?el Sistema Nacional Anticorrupcion; para instituir el
Tribunal de Justicia Administrativa; para establecer las responsabilidades de
los servidores publicos.

Determina la autoridad competente para revisar la cuenta publica.

Faculta a la Camara de Diputados a designar a los titulares de los 6rganos
internos de control de los organismos constitucionales auténomos.

Faculta al Senado para nombrar al Secretario Responsable del Control
Interno del Ejecutivo Federal

Naturaleza y caracteristicas de la Auditoria Superior de la Federacién.

Faculta a la Auditoria Superior de la Federacién para promover el
fincamiento de responsabilidades.

Establecen los fundamentos de la responsabilidad de los servidores publicos
federales y de particulares vinculados con hechos de corrupcion.

Determina que los servidores publicos en el dmbito local también son sujetos
de responsabilidad por el manejo indebido de fondos.

Establece la obligacién de los servidores publicos de presentar su declaracion
patrimonial y deintereses. Posibilita la aplicacion de sanciones, de acuerdo alas
constituciones locales, a los servidores publicos de las entidades federativas
que hagan un uso indebido de la deuda publica.

Establece las bases para la sancidon de hechos de corrupcion.
Bases del Sistema Nacional Anticorrupcion.
Fundamentos del juicio politico.

Fundamentos para la funcién de fiscalizacion y la institucion de tribunales de
justicia administrativa en los estados y en la Ciudad de México

Todas las erogaciones deben estar comprendidas en el Presupuesto de Egresos
de la Federacion.

Establece las caracteristicas que deben reunir las remuneraciones de los
trabajadores al servicio del Estado.

Seala reglas adicionales sobre las remuneraciones de los servidores publicos.

Establece los principios que deben fundamentar la administracion de los
recursos publicos.
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Figura 2. Principios sobre las remuneraciones de los servicios publicos

Deben ser: adecuadas; irrenunciables; proporcionales al grado de responsabilidad que desempeiia el servido
publico; fijadas proporcional y equitativamente en el presupuesto.

Se considera remuneracién toda percepcion en efectivo o en especie. Se exeptiian apoyos y gastos|
sujetos a comprobacion propios del desarrolo del trabajo asi como gastos de viaje en actividades oficiales,

‘ Ningtin servidor publico puede recibir una remuneracién > a la del Presidente de la Republica.

Ningun servidor publico puede tener una remuneracion > que la de su superior jerarquico, salvo que el exceden-
te se derive de varios empleos, condiciones generales de trabajo o funciones especializadas.

De darse la salvedad anterior, la suma de esas retribuciones no debe exceder la mitad de la establecida para e
Presidente de la Reptiblica.

No se deben otorgar jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, ni liquidaciones por servicios prestados,
préstamos o créditos, sin que se encuentren contemplados en una norma o pactados en un contrato

colectivo.

‘ Los conceptos antes seiialados no se consideran parte de la remuneracion.

Las remuneraciones y sus tabuladores seran publicos y deben especificar y diferenciar todos sus elementos fijos
y variables, tanto en efectivo como en especie.
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Figura 13. Comparativo del crecimiento del p1B con la corrupcion
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Fuente: Elaboracion propia con datos de Transparencia Internacional [2016] y Banco Mundial [2016].
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Figura 8. Indice de presupuesto abierto 2015.
Paises de América Latina
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Fuente: Elaboracion propia con datos de International Budget Partnership, 2015a.





OEBPS/Images/cuadro2_cap4.png
Responsabilidades administrativas de los
servidores publicos

Instrumentos Sanciones penales

punitivos . .
Declaracion de procedencia

y el juicio politico

Responsabilidades resarcitorias





OEBPS/Images/logoiiec.jpg





OEBPS/Images/figura1_cap4.png
Figura 4. Instrumentos para enfrentar la corrupcion
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Figura 10. Latinobarémetro: “;ha sabido usted, o algin pariente
de algtn acto de corrupcion en los ultimos 12 meses?”
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Figura 11
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Figura 7. Barometro global de la corrupcién 2013.
Paises seleccionados de América Latina
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Fuente: Elaboracién propia con datos de Transparencia Internacional, 2016.
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Afo IPC-TI PIB Var %

2016 30 2.3
2015 35 2.7
2014 35 2.8
2013 34 2.6
2012 34 24
2011 30 3.2
2010 31 4.3
2009 31 -1.7
2008 36 1.8
2007 35 4.2
2006 33 4.3
2005 35 3.8
2004 36 4.5
2003 36 2.9
2002 36 2.1
2001 37 1.9
2000 33 4.4
1999 34 3.3
1998 33 2.5
1997 27 3.7
1996 33 3.4

Fuentes: https://www.transparency.org/news/feature/corrpution_perceptions_index_2016
http://datos.bancomundial,.org/indicator/NY.GDPMKTPKD.ZG
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Figura 12. Estimaciones sobre el peso macroeconémico
de la corrupcion. % en el piB
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Figura 5. El juicio politico

SI.

Cualquier ciudadano, La Camara de Diputados El Senado se erige en jurado de
bajo su responsabilidad decide por mayoria sentencia. Decide si aplica

y presentando pruebas, absoluta. Si se aprueba, se sancion por las 2/3 partes de los
formula denuncia ante formula acusacién ante miembros presentes, practicando
la Cdmara de Diputados la Camara de Senadores diligencias y escuchando al
(CPEUM art. 109, altimo (CPEUM art. 110 acusado (CPEUM, art. 110,
parrafo) antepenultimo pérrafo) penultimo pérrafo)

Fuente: Elaboracion propia con base en la cPEUM.
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Figura 9. Latinobarémetro: ;se ha progresado en reducir la corrupcion
en las instituciones del Estado?
(ultimos dos afios)*
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* Para hacer més claros los resultados, se eliminaron las respuestas “no sabe” y “no respondié’, que represen-
tan porcentajes muy bajos.

Fuente: Elaboracion propia con datos de Latinobarémetro 2015.
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PROLOGO

La TRAGEDIA DE JUAN

Justo al momento en que se desarrollaba parte de este
texto, un hombre llamado Juan salfa de madrugada
a trabajar al igual que su hijo del mismo nombre.
Generalmente, uno de ellos usaba bicicleta y el otro
motocicleta para llegar a su trabajo, ubicado en los
alrededores de la ciudad de Cuernavaca. Pero ese dia
habfa mal tiempo, de modo que decidieron tomar el
viejo auto familiar. Circulaban por un tramo recién
construido del moderno libramiento de la carretera
Meéxico-Cuernavaca, el llamado “paso exprés”, inau-
gurado hacfa apenas tres meses con bombo y platillo.
La muerte aguardaba a los dos trabajadores adelante
del kilémetro 93. Al circular por ahi, un enorme hoyo
se abrié en la tierra y el auto se precipité a cinco me-
tros de profundidad. Juan padre alcanzé a contactar
por teléfono a su jefe y Juan hijo a su novia, quienes
de inmediato llamaron a los servicios de emergencia.
Fue indtil. Un par de horas después Juan y su hijo
habfan muerto por asfixia, dentro de un auto pren-
sado por toneladas de tierra y escombros.

Un alto funcionario del gobicrno federal, que ante-
fiormente habfa sido grabado asesorando a una empresa
constructora tachada de corrupcién, se presentd al lugar

de los hechos. Culpé a las lluvias, a la acumulacién de
1
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Figura 6. Indice de percepcién de la corrupcion 2016.
Comparativo para Ameérica Latina y el Caribe
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Fuente: Elaboracién propia con datos de Transparencia Internacional, 2016.





